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Señores:
JUZGADO NOVENO (9) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE POPAYÁN
DEPARTAMENTO DEL CAUCA
jadmin09ppn@cendoj.ramajudicial.gov.co
  
MEDIO DE CONTROL: 	REPARACIÓN DIRECTA
DEMANDANTES: 		JHON FERNANDO APONZA ARARAT Y OTROS
DEMANDADOS: 		MUNICIPIO DE POPAYÁN Y OTROS
LLAMADADO GARANTÍA: 	ASEGURADORA SOLIDARIA DE COLOMBIA E.C. Y OTRAS
RADICADO No.: 		190013333009-2021-00145-00
ASUNTO: 			ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

[bookmark: _GoBack]GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, vecino y residente en la ciudad de Cali, Valle del Cauca, identificado con la cédula de ciudadanía Nº 19.395.114 expedida en la ciudad de Bogotá D.C., Abogado en ejercicio y portador de la Tarjeta Profesional No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, con oficina en la Avenida 6 A Bis # 35N – 100 – Centro Empresarial de Chipichape – Oficina 212 de la ciudad de Cali, actuando en el presente proceso en mi calidad de apoderado especial de ASEGURADORA SOLIDARIA DE COLOMBIA ENTIDAD COOPERATIVA., identificada con NIT 860.524.654-6, con domicilio principal en la ciudad de Bogotá D.C., y sucursal en Santiago de Cali, conforme se acredita con el certificado de existencia y representación legal obrante en el plenario, por medio del presente acto REASUMO el mandato a mi conferido, y por tanto, encontrándome dentro del término legal procedo a presentar ALEGATOS DE CONCLUSIÓN de primera instancia, solicitando desde ahora mismo que se profiera SENTENCIA FAVORABLE para mi representada, desestimando las pretensiones de la parte actora y declarando probadas las excepciones propuestas por mi defendida al momento de contestar la demanda y el llamamiento en garantía, de conformidad con los argumentos que enseguida se exponen.

OPORTUNIDAD

Mediante Auto No. 937 adiado a 13 de agosto de 2024, y notificado en audiencia de pruebas de la misma calenda, el despacho resolvió con fundamento al inciso 3 del artículo 181 del CPACA., correr traslado a las partes para presentar los alegatos de conclusión por escrito dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la notificación de la referida providencia, siendo que dicho terminó inició el día 14 de agosto del corriente. Así las cosas, los términos se computan durante los días 14, 15, 16, 20, 21, 22, 23, 26, 27 y 28 de agosto de 2024. En ese orden de ideas, se colige que este escrito se presenta dentro de la oportunidad procesal pertinente.

CAPÍTULO I

I. CONSIDERACIÓN PRELIMINAR: LO QUE SE DEFINE.

En atención a la confrontación de los hechos y los cargos planteados en la demanda, los presupuestos del objeto demandado, su contestación, las excepciones formuladas y los pronunciamientos de las llamadas en garantía, se tiene que el problema jurídico a resolver según acta de audiencia inicial,[footnoteRef:1] se concreta en: [1:  Llevada a cabo el día 10 de abril de 2024.] 


“Determinar si las entidades demandadas son responsables administrativamente por los perjuicios ocasionados como consecuencia de la muerte del menor JHON DEIVI APONZA RAMIREZ en hechos ocurridos el 12 de marzo de 2020. En consecuencia si tienen derecho a recibir el pago de los perjuicios reclamados, o si por el contrario se encuentra configurada alguna causal que excluya de responsabilidad a la entidad demandada. 

Como problema jurídico asociado, se analizará la responsabilidad de los llamados en garantía en el evento de encontrar responsable a las entidades demandadas.”.

En dicho sentido, para sostener nuestra posición y que la misma sea relevante para el desenlace del litigio, se formulan los siguientes alegatos.

II. SUSTENTO FÁCTICO RELATIVO A LA IMPUTACIÓN REALIZADA AL MUNICIPIO DE POPAYÁN y EL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA A ASEGURADORA SOLIDARIA DE COLOMBIA E.C.

De conformidad con los hechos de la demanda, el 12 de marzo de 2020 el menor JHON DEIVI APONZA RAMIREZ quien se encontraba en las instalaciones de la Institución Educativa Poblazón de Popayán en la cual se estaba matriculado, durante la jornada escolar fue víctima de una agresión con un artefacto desconocido, el cual le ocasionó una grave herida en región abdominal, por lo que fue trasladado al Hospital Universitario San José de la Ciudad de la misma ciudad, donde fue diagnosticado con heridas producto de dos perdigones con orificios que demuestran laceración con perforación del plano muscular que compromete el recto abdominal y los oblicuos. La parte actora manifestó que al menor JHON APONZA no se le brindó la atención esperada debido a la gravedad de las heridas y hemorragias, y que el Municipio así como la institución educativa faltaron a su deber de garantes frente a la seguridad del menor, quien lastimosamente falleció.

En mérito de lo expuesto, los demandantes señalan que han sufrido una serie de perjuicios de índole material e inmaterial que deben ser indemnizados por la pasiva bajo el título de imputación de falla del servicio.

Señalados estos elementos, haremos notar como en este juicio se han desvirtuado los factos traídos por la demandante, pues se ha demostrado, como se verá adelante y es válido afirmar que, conforme a las pruebas decretadas y practicadas, en especial de aquellas solicitadas por las demandadas y mi representada, e inclusive de aquellas con cargo a la actora, que no existió nexo alguno entre los hechos presuntamente dañosos y el fallecimiento del menor Aponzá, que se traduzcan en los perjuicios alegados por los actores; como tampoco existe falla en el servicio de la entidad demandada, pues entre otras razones, SE ENCUENTRA PROBADO EL HECHO DE UN TERCERO, ya que el crimen fue cometido por un tercero no identificado y por tanto, sin vínculo alguno con las demandadas, por lo cual no habrá lugar a la condena de reconocimiento de perjuicios morales y materiales pretendidos, siendo que inclusive, si se desechara la hipótesis en comento, se hacen presentes otros eximentes de responsabilidad, como lo es la fuerza mayor  caso fortuito por haberse presentado un hecho externo a la pasiva, imprevisible e irresistible y hasta la culpa exclusiva de la víctima.

Corolario de lo que antecede, el actor no demuestra de forma sólida el hecho generador de la falla en el servicio atribuido a la enjuiciada, tampoco que el daño sea producto de responsabilidad de la llamada como pasiva, y mucho menos logra probar la relación de causalidad entre la presunta falla de la demandada y el daño que se persigue sea reparado, pues no se determina de manera fehaciente que la causa del citado crimen haya devenido de actitud o conducta omisiva y negligente de la parte pasiva, ya que no hay evidencia del presunto desacato de sus obligaciones y funciones.

Contrario a lo manifestado por la parte activa, y si bien no están acreditadas las circunstancias específicas en que se desarrollaron los factos, aunado a que no existen suficientes medios de convicción que respalden lo manifestado por la actora, puede este extremo de la litis a través de la teoría de la probabilidad prevalente inferir con probabilidad de verdad, que el hecho que motiva la litis se debe a un actuar determinante de un sujeto no identificado, quien actuó con dolo, bajo un objeto íntimo, de su propio dominio e irresistible de la pasiva, provocando exclusivamente la concreción de los perjuicios reclamados, acción que incidió directamente en el resultado dañoso, tanto así, que continúa en investigación penal por parte de la Fiscalía General de la Nación bajo el punible de homicidio tipificado en el artículo 103 de la Ley 599 de 2000. 

De otro lado, relativo a la relación aseguraticia entre el Municipio de Popayán y mi representada, como se señaló en la contestación al llamamiento en garantía, si bien la entidad figura como asegurada de mi representada., la póliza de seguro de responsabilidad civil extracontractual con nomenclatura No. 435-74-99400000675, se debe demostrar, cómo lo haremos notar en estos alegatos de las documentales de citas, que el objeto del contrato de seguro, sus amparos y la procedencia de la acción indemnizatoria están sujetos a la necesidad de la declaratoria de responsabilidad civil del asegurado para su configuración, sin perjuicio de que a su vez se ha probado la existencia una causal de exclusión de cobertura, pues esta no ampara el riesgo derivado de la muerte o lesiones personales causados directa o indirectamente por actos mal intencionados de terceros o actos terroristas, lo que está probado se investiga penalmente bajo el delito de homicidio que es de naturaleza dolosa, y además, si por alguna razón la judicatura estima que al Municipio de Popayán le asiste responsabilidad en los hechos por haber inobservado las disposiciones legales propias del giro normal de sus actividades respecto de la seguridad del centro educativo o similares, lo cierto es que este también es un riesgo excluido que impide la afectación del seguro. 

En conclusión, el litigio fijado frente a los problemas jurídicos a resolver, deberá ser despachado de manera negativa a los intereses de la demandante, pues la parte actora no logró sostener y demostrar los hechos alegados, ni probar los elementos axiológicos de la responsabilidad que pretendía endilgar, por el contrario, se han desvirtuado sus factos y las pruebas decretadas y practicadas dan la razón a la parte pasiva y a la llamada en garantía en su defensa, como veremos a continuación.  

III. DE LAS PRUEBAS DOCUMENTALES DECRETADAS, PRACTICADAS Y SU INTERPRETACIÓN.

En el curso del presente asunto toman relevancia las documentales concernientes a: 

.- Historia clínica del menor Aponzá del día 12 de marzo de 2020, expedida por el Hospital San José de Popayán;
.- Contrato No. 2020-180-000073-7, celebrado entre el Municipio de Popayán y el CRIC;
.- Manual de Convivencia de la Institución Educativa Indígena Resguardo de Poblazón;
.- Expediente con SPOA 190016000602202000592;
.- Póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual No. 435-74-9940000009675;

· Historia clínica del menor Aponzá del día 12 de marzo de 2020, expedida por el Hospital San José de Popayán;

Las documentales relacionadas a la historia clínica del menor Apozá, permiten realizar un análisis respecto de las condiciones de salud, servicio y tratamiento, así como de los diagnósticos revelados durante la atención recibida el día 12 de marzo de 2020. 

Así las cosas, el motivo de consulta anotado para dicha fecha, corresponde exclusivamente a la versión del paciente, es decir, es un concepto puramente subjetivo y no profesional, es la expresión del por qué se acude al servicio hospitalario, siendo que la entidad prestadora de servicios de salud consigna en dicho acápite tal manifestación, por tanto, la historia clínica por sí sola no demuestra de modo alguno la responsabilidad de las demandadas.

No obstante, de la documental de notas se extraen algunos aspectos que permiten cimentar los fundamentos que eximen de la imputación a las demandadas, en especial al Municipio de Popayán, como puede apreciarse del siguiente diagnóstico:
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Como se evidencia, el hospital señala como posible causa una lesión autoinfligida, lo que permite reforzar la teoría de la culpa exclusiva de la víctima, quien pese a su edad, ya era medianamente consciente de sus actos y lastimosamente se expuso a un riesgo al tomar supuestamente un objeto que encontró en su colegió y fue el que le explotó en su mano, lo que se dejó anotado en valoración por pediatría, así:
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Entonces, se aprecia que el menor se expuso a un riesgo de lesión al tomar un objeto que para su edad – 13 años, es de conocimiento que puede causar heridas, aunque debe anticiparse que de conformidad a las declaraciones de los médicos tratante, estos descartaron que la herida haya sido producto de un elemento de este tipo, lo que aunado al cambio de las versiones del menor sobre los hechos no permite claridad, duda que beneficia a las pasivas, pues como se verá más adelante, según el relato de la docente Mabel Naváez entrevistada por la Fiscalía, esta aduce que el menor le manifestó que encontró una botella cerca la baño y que al moverla de lado a lado estallo y le provocó las heridas, lo cual también deja serias dudas, toda vez que en ninguna de las anotaciones de la historia clínica se deja constancia de hallazgo de materiales como vidrios en el cuerpo o ropa del niño Aponzá, y por el contrario, se consigna lo siguiente:
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En ese orden de ideas, lo más probable es que el elemento que causó la lesión haya sido disparado por un arma hechiza por un tercero, lo que coincide con el informe pericial de necropsia, el cual en su acápite de análisis y opinión pericial, consigna en conjunto con la causa básica de muerte lo siguiente:
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Así las cosas, debe afirmarse que esta opinión de carácter pericial, que no fue tachada ni desconocida, brinda un sustento fáctico relevante que permite de mayor manera sostener la tesis del hecho de un tercero indeterminado, bien por el accionar del arma, o bien por haber dejado el arma al alcance del menor, sea dentro del colegio o fuera del mismo para que este la pudiese ingresarla o encontrarla, lo que a su vez también deriva en la culpa exclusiva de la víctima, quien aun siendo menor, a su edad estaba en condición de conocer los riesgos de manipular un arma de fuego o similar, lo que exime de responsabilidad a las demandadas.

· Contrato No. 2020-180-000073-7, celebrado entre el Municipio de Popayán y el CRIC:

Esta documental es relevante por cuanto denota las obligaciones derivadas de dicho acuerdo de voluntades respecto de compromisos y obligaciones de seguridad sobre la Institución Educativa Poblazón, puesto que el objeto circunscrito a “Garantizar la administración del servicio público educativo para atender 509 cupos distribuidos en los resguardos de Poblazón y Quintana de acuerdo a lo establecido en el Decreto 2500 de 2010”, deriva consigo las obligaciones frente al Municipio contenidas en la cláusula séptima, que se relacionan:
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En dicho sentido, no se avizora que entre los deberes frente al servicio de educación, por el Municipio se encuentre aquel de brindar seguridad al establecimiento educativo, de ahí que refulge que el reproche del demandante sobre este aspecto frente al Municipio no tenga vocación de éxito, y aun, si se encontrara que el Municipio inobservó las disposiciones legales que le obligaban a mantener medidas de seguridad, lo cierto es que este es un riesgo excluido de la póliza No. 435-74-994000009675, por lo que mi mandante no estaría en condición de afectar el seguro, y por tanto no debe indemnización alguna. 

· Manual de Convivencia de la Institución Educativa Indígena Resguardo de Poblazón;

De igual manera, esta prueba comporta interés en el sentido de verificar si al establecimiento educativo le correspondía o tenía contemplado entre sus directrices de seguridad alguna relacionada con medidas de seguridad del centro educativo, en específico, la de realizar requisas a sus estudiantes.

Conforme a lo expuesto, es notorio que en dicha regulación autónoma e interna de la institución no se contempló como una obligación de seguridad la requisa o registro de sus estudiantes al ingreso o egreso del establecimiento educativo, y razón se tiene en no hacerlo, pues está prohibido frente a menores de edad, como se encuentra conceptuado por el ICBF en fecha del 7 de septiembre de 2016, concepto 102, que establece que las requisas son prácticamente excepcionales y de ningún modo permiten contacto con ninguna parte del cuerpo de los menores, por lo que es posible que un estudiante ingresara cualquier elemento peligroso y aun con la diligencia que pudiesen tener los docentes y directivas, sería indetectable, configurando una situación imprevisible e irresistible, que es lo que pudo haber sucedido en el caso concreto, que igualmente exime del deber indemnizatorio a las demandadas.

· Expediente con SPOA 190016000602202000592;
  
Las documentales relacionadas al expediente de notas, permiten realizar un análisis respecto de las condiciones en que se pudieron desarrollar los hechos del 12 de marzo de 2020 y subsiguientes en lo que concierne a la investigación del punible de homicidio, lo que consecuentemente cimenta nuestra hipótesis de la eximente de responsabilidad del hecho exclusivo y determinante de un tercero ajeno al Municipio, por no encontrarse en ejercicio de sus funciones al momento de los sucesos, actuando sobre los mismos de manera personal e independiente de la pasiva siendo notoria la mala intención del agente no identificado en generar daño.

Así las cosas, lo primero que se evidencia es un informe de balística forense, el cual tuvo por objeto realizar un análisis de proyectiles, que arrojo como conclusión la siguiente:
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La conclusión en referencia es congruente con lo relacionado con en la historia clínica del Hospital San José y el informe pericial de necropsia que consignan que los perdigones pudieron ser disparados con arma hechiza.

Ahora bien, no se desconoce que en algunos apartes tanto de la historia clínica como del Formato Único de Conocimiento Inicial del SPOA en referencia, se ha consignado que las lesiones se pudieron causar según el relato por la docente Mabel Narváez por un recipiente de vidrio que el menor encontró y al agitarlo explotó, así como que el menor en sus débiles condiciones de salud cuando estuvo hospitalizado manifestó que lo que explotó fue una trampa para ratas, sin embargo, esto se desvirtúa si se considera los informes periciales de necropsia  balística, máxíme cuando en ninguna de las piezas del plenario se deja constancia de haberse encontrado en el cuerpo o ropa del menor fragmentos de vidrio o piezas siquiera similares a las de una trampa para ratas, de ahí que lo más lógico se traduce en que el proyectil haya sido disparado por arma hechiza.

Lo anterior, es inclusive conformado por ampliación de informe pericial de necropsia, en el que se consigna:

[image: ]

A su turno, es preciso mencionar que la investigación penal se encuentra activa, conforme se evidencia del certificado de consulta de la página de la FGN., así:
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Seguidamente, sobre el delito objeto del proceso se tiene que es el siguiente según Formato Único de Conocimiento Inicial:
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Finalmente, de las pruebas documentales en comento se concluye que el menor Aponzá sufrió heridas por arma de fuego hechiza, y aunque la investigación penal no ha terminado, lo cierto es que se persigue la penalización de un delito en modalidad dolosa, y es así porque no se ha contemplado lo contrario, recordando que para entender un delito en modalidad culposa, debe expresamente dejarse constancia sobre tal aspecto, lo que no se ha hecho en el SPOA de notas, de ahí que es más que evidente que el tercero que accionó el arma hechiza lo hizo con una mala intención, riesgo excluido de la póliza No. 435-74-994000009675, siendo a que todo señala que si no fue de un tercero de quien devino la causa eficiente del daño, entonces lo fue de la propia víctima que aun cuando era menor de edad, razonablemente estaba en capacidad de evitar  manipulación de artefactos peligrosos, todo esto exime de responsabilidad a las demandadas.

· Póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual No. 435-74-994000009675, expedida por Aseguradora Solidaria de Colombia E.C.

Siendo que en la demanda la parte actora ha pretendido la declaratoria de responsabilidad a nuestro asegurado, esto es, el Municipio de Popayán, mismo que ha llamado en garantía a mi representada para que en caso de condena se afecte la pólizas en cita, debe decirse que al no encontrarse probada la responsabilidad de este último la pretensión es inviable, sin perjuicio de que existen otras situaciones que se probaron en el juicio y que impiden afectar la garantía relacionada. 

Así las cosas, se tiene que frente al contrato de seguro No. 435-74-994000009675, han operado dos (2) causales de exclusión de cobertura, y es que según sus condiciones generales, en la cláusula 2, se pactó expresamente lo siguiente:
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Como se aprecia, y atendiendo los hechos base del litigio, si el juzgador encuentra acreditado el hecho de un tercero o si en su lugar considera que el Municipio de Popayán incumplió la observancia de disposiciones legales que le eran obligatorias frente al caso concreto, entonces la póliza No. 435-74-994000009675, no presta cobertura material por expresa exclusión de los riesgos, de ahí que sea imposible afectarla.

Finalmente, podemos dilucidar que de las pruebas documentales más importantes recaudadas, decretadas y practicadas en el presente juicio, se denota que los hechos demandados no son producto fehaciente de responsabilidad de la demandada por acción u omisión, lo que conlleva a que se nieguen las pretensiones de la demanda y se absuelva de todo cargo a la pasiva y a mi representada en calidad de llamado en garantía, sin dejar de lado que sobre esta última, se deben considerar y aplicar si se encuentran probadas, las exclusiones expresamente convenidas en el contrato de seguro que sirvió de fundamento de la vinculación como tercero, y librarla del deber indemnizatorio.

IV. DE LAS PRUEBAS TESTIMONIALES E INTERROGATORIOS DE PARTE DECRETADOS, PRACTICADOS Y LO DEMOSTRADO.

En el curso del proceso, las partes y la llamada en garantía en ejercicio de su rol solicitaron al despacho una serie de testimonios e interrogatorios con la intención de respaldar y probar tanto su imputación, como su defensa. Así, una vez decretados en audiencia inicial, se tiene que en la etapa probatoria se practicaron los siguientes testimonios e interrogatorios:

.- Alveiro Maca Elago; Interrogatorio.
.- Fanni Fabiola Ramírez: Interrogatorio.
.- Camilo Eduardo Garcés Constain: Testigo.
.- Isabel Riascos Solís: Testigo.
.- Nhora Edilia Guerrero Ordoñez: Testigo. 

En ese orden de ideas, y de las declaraciones de los prenombrados en defensa de nuestros intereses tenemos:

· ALVEIRO MACA ELAGO; INTERROGATORIO.

De entrada debe manifestarse que se trata de una persona que no presenció directamente los hechos objeto de la demanda, y conoció de lo que relató en audiencia por medio de los docentes de la Institución Educativa Poblazión, de ahí que no haya podido brindar información que de manera clara permita acreditar las condiciones de tiempo, modo y lugar del hecho investigado, sin embargo, tal situación desfavorece a la actora, en el sentido que bajo un régimen de responsabilidad subjetivo es a la demandante a quien le corresponde probar los elementos propios de la imputación de falla del servicio.

A su vez, el interrogado afirmó que no existió testigo presencial del suceso en el que resultó lesionado el menor Aponzá, lo cual como se menciona, siembra una duda que solo favorece a la parte demandada, ya que la actora no logra acreditar su imputación.

Finalmente, se hicieron algunos cuestionamientos respecto de las condiciones de seguridad del establecimiento educativo, el cual, según el declarante, no está a cargo de la institución, sino del municipio de Popayán, haciendo hincapié en que el inmueble cuenta con cercas de alambre, pero a su juicio, no tiene la seguridad que debería. Sobre este punto, y sin aceptar responsabilidad por el Municipio, y tal como se analizó de las pruebas documentales, no es claro que el ente territorial estuviera en la obligación de desplegar medidas de seguridad más allá de las existentes, pero si en discusión se tuviera probado por el despacho que el Municipio desatendió las disposiciones legales que le obligaban a hacerlos, es decir, las inobservó, se recuerda que está probado que este riesgo fue excluido del contrato de seguro.  

· FANNI FABIOLA RAMÍREZ: INTERROGATORIO.

En primera medida, debe referirse que la declarante no pudo presenciar los hechos demandados, y solo conoció de los mismos por comunicación recibida de parte de los docentes de la Institución Educativa Poblazión, de ahí que fue notorio en audiencia de pruebas que sus relatos no aportaron información relevante frente a los cargos demandados, situación que impide la declaratoria de éxito de sus pretensiones.

Finalmente, se pudo establecer que la interrogada desconoce aspectos relevantes sobre el esclarecimiento de la verdad sobre lo sucedido con el menor Aponzá, como lo es el relativo al estado de la investigación penal por el delito de homicidio, lo que impide que la señora Ramírez aporte información que pueda servir para la viabilidad de su imputación.

· CAMILO EDUARDO GARCÉS CONSTAIN: TESTIGO.

Se trata de uno de los profesionales de la salud que atendió en sala de emergencia y reanimación del Hospital San José de Popayán al menor Aponzá. De sus declaraciones se resalta que respecto al objeto causante de las lesiones del menor en cuestión, manifestó que el niño le había informado que fueron producto de una trampa para ratas, pero se tiene de la misma declaración del médico que este afirma no creer que dicha trampa para ratas provocara el daño que llevó a la víctima a urgencias, siendo esto congruente con el informe de necropsia, en el que se concluye que la herida fue provocada por proyectil de arma de fuego, lo que refuerza la tesis del uso de arma hechiza bien por un tercero o por la propia víctima, en ambos casos, configurándose eximentes de responsabilidad de las demandadas.

Finalmente, sobre las atenciones médicas, debe decirse que frente a este extremo, así como para el Municipio de Popayán, no pueden ser fuente de responsabilidad aun si se hallará una deficiencia de las mismas, pues no corresponden para la aseguradora en un riesgo amparado por la póliza No. 435-74-994000009675, y para el Municipio, no es una actividad propia del giro propio de su objeto, de ahí que ni siquiera la solidaridad pueda existir, lo que impide cualquier obligación indemnizatoria sobre los señalados extremos.

· ISABEL RIASCOS SOLÍS: TESTIGO.

Se hace hincapié en que no se trató de una testigo presencial de los hechos demandados. De igual modo, como se apreció de la audiencia de pruebas, la señora Riascos no ofreció información de tal relevancia que permita respaldar las pretensiones de la demanda, por lo que ante tal insuficiencia probatoria, los únicos beneficiados son los demandados.

· NHORA EDILIA GUERRERO ORDOÑEZ: TESTIGO.

Se trata de una de las profesionales en salud que prestó servicios médicos al menor Aponzá, como lo fue una aproximación pediátrica, valoración de estado neurológico, ventilatorio y clasificación ABCDE.

Las declaraciones de la testigo se basaron en la atención médica brindada en el Hospital San José, siendo que si las mismas prueba o no una adecuada prestación del servicio de salud, lo cierto es que tal circunstancia no puede comprometer de ningún modo la responsabilidad de la aseguradora y del Municipio, pues no corresponde para la aseguradora en un riesgo amparado por la póliza No. 435-74-994000009675, y para el Municipio, no es una actividad propia del giro propio de su objeto, de ahí que ni siquiera la solidaridad pueda existir, lo que impide cualquier obligación indemnizatoria sobre los señalados extremos.


V. ALEGATOS FRENTE A LA DECLARATORIA DE RESPONSABILIDAD SOLICITADA POR LA DEMANDANTE.

.- EL EXTREMO ACTOR NO LOGRÓ DEMOSTRAR EL DAÑO ANTIJURÍDICO QUE DICE HABER SUFRIDO.

Tenemos que el demandante adujo en el escrito genitorio que ha sufrido una serie de perjuicios causados a raíz del deceso del menor Aponzá el día 12 de marzo de 2020, siendo que mientras el menor se encontraba en la Institución Educativa Población, resultó víctima de una agresión con artefacto desconocido que provocó una herida abdominal, la cual causó el fallecimiento del niño, por lo que según los cargos de la demanda, se encuentra comprometida la responsabilidad del Municipio por su deber de garante, constituyéndose una falla en el servicio.

Contrario a lo pretendido por el actor, ha quedado demostrado con las pruebas decretadas y practicadas, así como de las documentales obrantes en el plenario, que la parte pasiva no es sujeto imputable de responsabilidad alguna, pues no se ha acreditado lo siguiente: 

i) Que el hecho configure una falla en el servicio.; ii) el nexo de causalidad entre el hecho y la falla imputada. iii) Que los perjuicios por los que se reclama indemnización sean consecuencia de los hechos narrados con la demanda y atribuibles por acción u omisión a la pasiva; iv) Que no exista una causa extraña que exima de responsabilidad a la demandada.

Entonces, le correspondía a la bancada demandante cumplir con la carga probatoria que exige el artículo 167 del Código General del Proceso, en aplicación por remisión expresa del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, empero esto no se hizo.

De este modo, las peticiones relacionadas en el acápite de pretensiones de la demanda carecen de fundamentos fácticos y jurídicos que hagan viable su prosperidad. La petición declaratoria parte del hecho de que existe responsabilidad y que la misma es atribuible a la demandada. Sin embargo, no se ha logrado acreditar los elementos estructurales que permiten que confluya este tipo de declaración. En materia administrativa, el Consejo de Estado ha desarrollado un grueso trabajo jurisprudencial tendiente a definir los elementos estructurales de la responsabilidad, que con apoyo doctrinal[footnoteRef:2], ha consolidado en los siguientes elementos: el daño y la imputación.  [2:  Patiño, H. (2015). El trípode o el bípode: la estructura de la responsabilidad. En J. C. Henao y A. F. Ospina Garzón (Edits.), La responsabilidad extracontractual del Estado. Bogotá: Universidad Externado de Colombia.] 


Sin ahondar al respecto sobre cada uno de estos elementos, debe tenerse en cuenta por las partes y por el juzgador que independientemente del régimen de responsabilidad aplicable para el caso, corresponde a la parte demandante probar que existe un daño y que el mismo es atribuible a quién esté llamado a responder. 

Si bien se consigna que para la fecha del 12 de marzo de 2020 ocurrió un hecho que el actor califica como “agresión”, con artefacto desconocido, no hay evidencia suficiente que acredite que alguna conducta, por acción u omisión del Municipio de Popayán, haya intervenido en la causación del daño alegado, pues lo que si resulta acreditado es que el hecho de un tercero desligado del ente territorial es la causa adecuada, ya que dicho sujeto actuó despojado de las funciones propias del Municipio, pues los actos fueron personales, fuera de servicio, con motivación ajena a las instrucciones del ente asegurado, y con un móvil revestido de causas caracterizadas por una mala intención, bien al accionar el artefacto – (arma hechiza según investigaciones de la FGN), o bien, porque este dejó al alcance de menores de edad un elemento peligroso.

Adicionalmente, tanto es el manto de duda en el incumplimiento de la carga probatoria de la actora, que inclusive ha dado pie a que se pueda alegar como eximente de responsabilidad el hecho exclusivo de la víctima, toda vez que el menor se expuso a un riesgo al manipular una artefacto que podía causarle daño, bien haya sido una trampa para ratas o una botella de vidrio con contenido desconocido, que sujeto a toda causal de lógica, no desvirtúa de lleno la posibilidad del disparo por un arma hechiza, que si fue manipulada por un menor de 12 años que ya tiene conciencia de que un arma es peligrosa, permite de mayo modo todavía dar acreditada su culpa.

A su vez, también ha sido objeto de debate el hecho de un caso fortuito y la fuerza mayor, ya que el suceso desbordó toda capacidad de diligencia de las enjuiciadas, quienes no pudieron preverlo por su extrañeza, ni oponerse al mismo por su desconocimiento, de ahí que al ser esta una causa exógena a todo deber de diligencia y cuidado, no se puede pregonar una falla en el servicio.

En consecuencia, al no demostrarse las circunstancias que le den sustento a las afirmaciones realizadas en la demanda y de conformidad con la regla “onnus probando incumbit actori” le correspondía a la parte actora, en los términos señalados en el art. 167 del C.G.P., probar los hechos de los cuales alega las consecuencias morales y patrimoniales solicitadas a su favor y en contra de la entidad demandada, carga probatoria que no se cumplió en el plenario ostentando el deber de comprobar los fundamentos fácticos de la acción para endilgar la presunta responsabilidad a la llamada a juicio.

De conformidad con lo descrito, no existiendo prueba del daño antijurídico y que este sea de cargo de la entidad demandada, resulta inocuo entrar a estudiar los demás elementos de la responsabilidad del Estado, bajo el régimen de falla del servicio, pues el principal presupuesto es la existencia de un daño antijurídico. En consecuencia, se deben denegar las pretensiones de la demanda.

CAPÍTULO II
I. LOS MEDIOS EXCEPTIVOS PROPUESTOS FRENTE A LA DEMANDA.

- ESTÁ PROBADO EL HECHO EXCLUSIVO DE UN TERCERO – HECHO PERSONAL, PRIVADO Y EXÓGENO AL SERVICIO.

De manera previa a proponer esta excepción, es pertinente relacionar algunos fallos emanados de la Sección Tercera del Consejo de Estado que guardan similitud fáctica. Así las cosas, nos encontramos con las siguientes sentencias.

a.- CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. SUBSECCION C. Consejera ponente: OLGA MELIDA VALLE DE LA HOZ. Bogotá, D.C., veinte (20) de octubre de dos mil catorce (2014). Radicación número: 25000-23-26-000-2000-00831-01(26653). Actor: ANA TULIA RENDON Y OTROS. Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL:

Se trata de un evento, donde la señora Nini Johana Ospina fue asesinada por su compañero permanente, el agente de policía Armando Hernández Gaviria, en hechos que ocurrieron dentro de la habitación que compartían, con arma de dotación oficial, resaltando que el arma no fue solicitada por el superior del uniformado cuando finalizó el turno y la cual fue utilizada imprudentemente.

Al analizar el elemento de la imputación, la Subsección, refirió:

<<2.2. La imputación 
En el caso concreto se impone determinar si el daño antijurídico es imputable a la demandada, para lo cual es necesario establecer si en la materialización de aquél existió o no un nexo con el servicio público o, si por el contrario, el suceso tuvo su génesis en la culpa personal del agente estatal lo que configuraría la ausencia de imputación por el hecho de un tercero. 
En cuanto se refiere a la culpa personal del agente, la Sala ha señalado que “(…) las actuaciones de los funcionarios sólo comprometen el patrimonio de las entidades públicas cuando las mismas tienen algún nexo o vínculo con el servicio público. La simple calidad de funcionario público que ostente el autor del hecho no vincula necesariamente al Estado, pues dicho funcionario puede actuar dentro de su ámbito privado separado por completo de toda actividad pública”[footnoteRef:3] (Subrayado fuera de texto). [3:  Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia de 5 de diciembre de 2005; Exp. 15914  ] 


Es decir, que en cada asunto concreto se requiere estudiar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que rodearon los hechos puesto que a partir de allí será que se defina en qué casos se está en presencia de una culpa personal del agente o ante un daño imputable al Estado, ya que la intencionalidad o subjetividad del agente estatal puede resultar ajena al análisis de conexión con el servicio, en cuanto lo relevante es la exteriorización del comportamiento del agente estatal a la hora de la concreción del daño, para lo cual será útil el estudio de las condiciones de tiempo, modo y lugar, así como la existencia de los vínculos instrumentales, temporales, espaciales e intelectuales, sin que por sí solos sean suficientes para la acreditación del nexo con el servicio.

Por lo tanto, esta Corporación ha sostenido que “para determinar cuándo el hecho tiene o no vínculo con el servicio se debe examinar la situación concreta para establecer si el funcionario actuó frente a la víctima prevalido de su condición de autoridad pública, es decir, que lo que importa examinar no es la intencionalidad del sujeto, su motivación interna sino la exteriorización de su comportamiento. En otros términos lo que importa para atribuir al Estado, por ejemplo, el hecho del policía que agrede a una persona es establecer, si a los ojos de la víctima aquel comportamiento lesivo del policía aparecía como derivado de un poder público, siquiera en la vertiente del funcionamiento anormal de un servicio público‟[footnoteRef:4] (subrayado fuera de texto). [4:  Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 16 de septiembre de 1999; Exp. 10922  ] 


Al respecto, encuentra la Subsección con base en el acervo probatorio referenciado ad supra, que no puede endilgarse responsabilidad en la administración por la muerte de la joven Nini Johana pues el homicida pese a encontrarse en disponibilidad para el servicio, estaba atendiendo asuntos exclusivamente personales concretados en la ingesta de bebidas alcohólicas con un grupo de amigos, reunión posterior a la cual se dirigió con su compañera a descansar en su casa de habitación; es decir que al momento de manipular su arma, el señor Hernández Gaviria no actuaba prevalido de su condición de autoridad pública.

Así las cosas, el daño se produjo en evidente desarrollo de actividades privadas al margen de las funciones del cargo público que ostentaba el homicida para la época de los hechos, razón por la cual fue condenado a pena de prisión impuesta por la justicia ordinaria, demostración adicional de que la muerte no fue infligida por causa y razón de su adscripción a la entidad estatal mencionada.[footnoteRef:5] [5:  Ver sentencias en igual sentido pronunciadas por el mismo Despacho que hoy resuelve el asunto: Sentencia del 8 de junio de 2011, Exp. 19772; Sentencia del 19 de agosto de 2011, Exp. 20436; Sentencia del 19 de agosto de 2011, Exp. 16808.  ] 


En consecuencia, cualquier análisis sobre la responsabilidad del Estado por el hecho de sus agentes resulta innecesario, pues esta Corporación ha sostenido que “las actuaciones de los funcionarios sólo comprometen el patrimonio de las entidades públicas cuando las mismas tienen algún nexo o vínculo con el servicio público”, vínculo que no se acreditó ni permite al juez de alzada concluir que se “trataba de una manifestación del desempeño o ejercicio de un cargo público”[footnoteRef:6] [6:  Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 10 de febrero de 2011; Exp.19123  ] 


Así las cosas, se confirmará la sentencia apelada pues la alegada culpa personal del agente que la demandada esgrimió al considerar que los hechos no tuvieron vínculo alguno con el servicio por tratarse del desenlace de sus problemas maritales, se configura en el caso de autos y libera de toda responsabilidad a la entidad demandada.”>> - Subrayado del texto original – Negrilla fuera del texto original.

En síntesis, hay que diferenciar aquellas actividades que sí comprometen el patrimonio de las entidades públicas, esto es, cuando aquellas tienen algún nexo o vínculo con el servicio público y aquellas que por ser ajenas al servicio, que devienen de la culpa personal del agente, no comprometen el patrimonio de las entidades.

b.- CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. SUBSECCION B. Consejero ponente: RAMIRO DE JESUS PAZOS GUERRERO Bogotá D. C., veintinueve (29) de enero de dos mil dieciséis (2016). Radicación número: 08001-23-31-000-2001-02651-01(37807). Actor: JOSE GREGORIO COHEN ARIAS. Demandado: NACION - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL. Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA (APELACION SENTENCIA):

Los hechos que se debaten en la Sentencia referida, indican que el señor José Oswaldo Cienfuegos Ospino, agente de la Policía Nacional, se encontraba vestido de civil y fuera de servicio, en un bazar bailable, donde se presentó un cruce de disparos entre este y el señor Franklin de Jesús Avedaño Llanos; al huir del lugar el policía vestido de civil disparó su arma de dotación oficial e hirió de gravedad al segundo.

En lo referente al elemento de la imputación, el fallador resaltó las siguientes reglas:

“De otro lado, el que en el hecho dañoso se haya utilizado de por medio un arma de dotación oficial, no implica que de forma automática se produzca la responsabilidad de la entidad estatal, pues el nexo instrumental no es suficiente para comprometer su responsabilidad. En este sentido, la Corporación señaló que:

En relación con el argumento de la entidad apelante según el cual los agentes de la policía actuaron por fuera del servicio, la Sala debe indicar que, para establecer los límites entre el nexo con el servicio y la culpa personal del agente, se deben analizar y valorar las particularidades de cada caso específico, comoquiera que el vínculo instrumental, funcional u ocasional, por sí mismo no compromete, la responsabilidad patrimonial del Estado. (…)

Como se aprecia, en cada asunto particular se requiere estudiar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que rodearon los acontecimientos puesto que, a partir de ellas será que se define en qué casos se está en presencia de una culpa personal del agente o ante a un daño antijurídico imputable al Estado”

Conviene igualmente precisar que aunque el agente del Estado que cause el daño se encuentre en servicio activo, ello no compromete la responsabilidad patrimonial de la entidad accionada, pues como lo ha sostenido la Jurisprudencia de la Corporación cuando un miembro de la Fuerza Pública se encuentra en estado de “disponibilidad”, consecuencialmente está en servicio activo; empero, esa circunstancia no significa, per se, el ejercicio de funciones propias del cargo, las cuales se desarrollarán, por ejemplo, cuando encontrándose en esa situación le sean asignadas tales funciones por quien corresponda, evento éste en el cual se establecerá un claro nexo con el servicio, por manera que de no presentarse dicho vínculo, las actuaciones adelantadas por el agente no comprometerán a la entidad pública y por ende sus consecuencias radicarán, exclusivamente, en cabeza del servidor, quien actúa dentro de su ámbito privado.

Se reitera que en ningún aparte de los proveídos citados se hace referencia a si el arma que accionó el señor Cienfuegos era de dotación oficial, y se indica que aquel actuó bajo su propia responsabilidad. En todo caso, bajo el supuesto de que el arma utilizada era de dotación oficial, el solo nexo instrumental no es suficiente para condenar a la entidad demandada, máxime cuando se tiene establecido que el señor Cienfuegos estaba actuando fuera del servicio.

(…) 

La Sala encuentra que lo único que está probado es que fue el señor Cienfuegos quien disparó y causó las heridas al aquí demandante, y como quiera que su actuación fue en una actividad estrictamente privada y al margen de las funciones que desempeñaba, esto es fuera del servicio, la Sala conforme lo expuesto confirmará la sentencia de primera instancia que negó las pretensiones de la demanda conforme lo expuesto en este.” – Resaltado y subrayado fuera del texto original.

De la anterior pauta jurisprudencial es importante indicar qué pretensiones dirigidas en contra de la autoridad pública fueron negadas por cuanto quien realizó el evento dañino lo hizo en una actividad estrictamente privada y al margen de las funciones que desempeñaba. Adicionalmente, que aún, de haberse cometido el evento con el arma de dotación oficial, aún en este remoto evento, el nexo instrumental, no es suficiente para condenar a la autoridad. 

Ahora bien, descendiendo al asunto en concreto, se tiene que el señor Óscar Sánchez Micolta, coordinador del esquema del señor Juan Carlos Ramírez, autorizó la salida del señor FERNÁNDEZ GUETIO (q.e.p.d.) el día 26 de marzo de 2019, para el respectivo descanso. 
Lo anterior, lleva a probar la tesis que el mismo se encontraba por fuera del servicio. 

Sumado a esto, en el momento en que el señor FERNÁNDEZ GUETIO (q.e.p.d.) accionó el arma mortal, indistintamente de si era aquella de dotación oficial o no, pues como se indicó previamente, el mero nexo instrumental no es suficiente para condenar a la autoridad; no lo hacía revestido de su condición de autoridad pública, sino que su actuar se enmarcó dentro de sus actividades privadas, exógenas al cargo que ostentaba, siendo un acto particular y personal.

Adicionalmente, atendiendo a la denuncia presentada por el posible delito de violencia intrafamiliar, los hechos que pretenden ser endilgados a la UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN, ciertamente fueron causados por un tercero, en este caso el señor FERNÁNDEZ GUETIO (q.e.p.d.), quien actuó por fuera de su servicio y en un actuar personal y propio, siendo este visto como el “compañero sentimental” y no como un agente representativo del Estado, por lo que sus actos son privados y personales. 

A modo de resumen se tiene que: (i) el nexo instrumental no es suficiente para endilgar responsabilidad al Estado; (ii) debe analizarse el actuar del agente, si este se enmarca dentro del servicio o si es un actuar ajeno a este, siendo de la esfera personal y privada; (iii) si a los ojos de la víctima, el comportamiento aparecía como derivado de un poder público 

Recapitulando y para finalizar, el actuar ajeno, personal, privado y no como agente representativo del Estado del señor FERNÁNDEZ GUETIO, no puede ser atribuido de ninguna manera ni por acción ni por omisión a la UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN, lo que conlleva a que se deberán negar las pretensiones de la demanda.

Por lo anterior ruego declarar probada esta excepción.

.- ESTÁ PROBADO EL HECHO DE UN TERCERO QUE DESTRUYE CUALQUIER RELACIÓN DE CAUSALIDAD: INEXISTENCIA DE UNA RESPONSABILIDAD ABSOLUTA A CARGO DE LAS INSTITUCIONES EDUCATIVAS.

Se plantea la siguiente excepción, en la medida en que la muerte del menor Jhon Deivi Aponza Ramírez (q.e.p.d.) tiene como causa exclusiva y adecuada el actuar de un tercero ajeno a la Institución Educativa Poblazón y al Municipio de Popayán, por lo que no existe una relación causal entre el fatídico hecho y la actividad desplegada por las demandadas.

Para sustentar la anterior tesis debe tenerse en cuenta que el artículo 90 constitucional, denominada por algunos como la cláusula de la responsabilidad del Estado colombiano, exige que los daños antijurídicos que sufren los coadministrados sean imputables a la acción u omisión de las autoridades públicas para que pueda nacer el débito indemnizatorio a cargo de la Administración Pública. El artículo en cuestión es del siguiente tenor:

“Artículo 90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste.” (Énfasis añadido).

Lo anterior quiere decir, que la Administración Pública no es per se responsable por los daños que cometan terceros ajenos al servicio público, sino que, es necesario, que los demandantes demuestren, de alguna manera, que el daño irrogado a ellos tiene como causa, además del hecho del tercero, una acción u omisión de las autoridades públicas.

En virtud de lo anterior, tanto la jurisprudencia como la doctrina nacional han desarrollado, dentro de las múltiples causales de exoneración de la responsabilidad extracontractual del Estado, el hecho de un tercero, como una causal que impide endilgar responsabilidad a la Administración Pública cuando ha quedado suficientemente acreditado que el daño no tiene su origen en el servicio público. Sobre el particular, se ha dicho lo siguiente:

“De acuerdo con nuestro Consejo de Estado, el hecho de un tercero exonera de responsabilidad a la Administración en el derecho Administrativo colombiano, siempre y cuando se demuestre que dicho tercero es completamente ajeno al servicio, y que su actuación no vincula de manera alguna a este último, produciéndose claramente la ruptura del nexo causal. Además, es indispensable que pueda tenerse como causa exclusiva del daño, producida en la circunstancia que sea imprevisible e irresistible para que reúna las características de una causa extraña, ajena a la conducta de quien produjo el daño.”[footnoteRef:7] [7:  Saavedra Becerra, R. (2018). De la responsabilidad patrimonial del Estado. Tomo II. Grupo Editorial Ibañez. Pág. 1288.] 


De igual forma, el H. Consejo de Estado en providencia recientes ha recordado el concepto y alcance de la figura del hecho de un tercero para exonerar a la Administración Pública de responsabilidad extracontractual. Así, por ejemplo, en sentencia del 22 de octubre de 2021[footnoteRef:8], haciendo una reiteración de lo dicho por el alto tribunal de lo contencioso administrativo, se dijo lo siguiente: [8:  Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección A. Sentencia del 22 de octubre de 2021. Consejera Ponente: María Adriana Marín, Radicado No. 19001-23-31-000-2011-10050-01(53651). Actor: ELIZABETH PACHECO GIRÓN Y OTROS. Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL. Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)  ] 


“Esta Corporación, respecto de los requisitos para considerar que el hecho de un tercero concurre en un supuesto específico como eximente de responsabilidad administrativa, ha expresado[footnoteRef:9]: [9:  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 28 de enero de 2015, expediente 32.912, M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.  ] 


(i) Que sea la causa exclusiva del daño (...).
 
(ii) Que el hecho del tercero sea completamente ajeno al servicio, en el entendido de que ese tercero sea externo a la entidad, es decir, no se encuentre dentro de su esfera jurídica y, además, que la actuación de ese tercero no se encuentre de ninguna manera vinculada con el servicio, porque si el hecho del tercero ha sido provocado por una actuación u omisión de la entidad demandada, dicha actuación será la verdadera causa del daño y, por ende, el hecho del tercero no será ajeno al demandado[footnoteRef:10]. [10:  Cita del texto original: “Sobre ese aspecto puede verse MAZEAUD Y TUNC. Tratado teórico y práctico de la responsabilidad civil delictual y cuasidelictual. Buenos Aires. Ediciones Jurídicas Europa-América, 1962. Tomo II Volumen II, pág. 237”.  ] 

 
(iii) Que la actuación del tercero sea imprevisible e irresistible a la entidad; porque, de lo contrario, el daño le sería imputable a ésta a título de falla del servicio en el entendido de que la entidad teniendo el deber legal de hacerlo, no previno o resistió el suceso (...)[footnoteRef:11]. [11:  Luis Josserand, Derecho Civil, Tomo II, Vol. I; Ed. Bosh y cia, Buenos Aires, 1950, pág. 341.  ] 

 
En relación con la imprevisibilidad, se señala que este elemento no se excluye la responsabilidad con la simple posibilidad vaga o abstracta de que el hecho pueda ocurrir, sino con la posibilidad concreta y real de que tal hecho pudiera ser previsto. Y en relación con la irresistibilidad, cabe señalar que ésta se vincula con juicios de carácter técnico y económico, es decir, que la valoración sobre la resistibilidad de los efectos del suceso involucra una valoración de los avances de la técnica, pero también de los recursos de que deba disponerse para conjurar los del daño.

Para que el hecho del tercero constituya causa extraña y excluya la responsabilidad de la entidad demandada no se requiere ni que aparezca plenamente identificado en el proceso ni que el tercero hubiere actuado con culpa, porque la relación causal es un aspecto de carácter objetivo. Lo determinante en todo caso es establecer que el hecho del tercero fue imprevisible e irresistible para la entidad demandada, y que su actuación no tuvo ningún vínculo con el servicio, amén de haber constituido la causa exclusiva del daño[footnoteRef:12].” (Énfasis añadido). [12:  Cita del texto original: “Sección Tercera, sentencia de 13 de febrero de 2013, expediente 18148”.  ] 


Como se observa, además de los elementos clásicos de toda causa extraña como lo son la imprevisibilidad y la irresistibilidad, se tiene que el H. Consejo de Estado no exige que el tercero este plenamente identificado, pues, sólo se requiere que este sea completamente ajeno al servicio público. 

Ahora bien, para el caso en concreto, el máximo tribunal de lo contencioso administrativo ha tenido la oportunidad de referirse en varias ocasiones a los daños que sufren los estudiantes dentro de las instituciones educativas, aclarando que la responsabilidad de dichas instituciones no es absoluta, veamos. 

En un caso de similares connotaciones fácticas y jurídicas, por no decir idéntico al caso de marras, donde fue asesinado un estudiante dentro de las instalaciones de la Universidad de Antioquia, el H. Consejo de Estado, aplicando la causal de exoneración denominada hecho de un tercero, dijo lo siguiente:

“… el daño consiste en la muerte del joven David Santiago Jaramillo Urrego, ocurrida en las instalaciones la Universidad de Antioquia, una entidad de estudios superiores, autónoma con régimen especial creado por Ley 71 de 1878, de naturaleza pública., cuando se encontraba en uno de los pasillos de su facultad con otros compañeros, espacio al cual ingresaron personas armadas que dispararon repetidamente contra él.
 
(...)
 
… la Sala podrá verificar, si en tales condiciones, omitió la Universidad de Antioquia el cumplimiento de la obligación de adoptar medidas razonables para prevenir la muerte violenta que sufrió David Santiago Jaramillo Urrego a manos de terceras personas, dentro de sus instalaciones, para lo cual, deberá establecer si las medidas que adoptó fueron idóneas para garantía de esa seguridad, si fueron las necesarias para cumplimiento del cometido que se proponían, y si hubo en ellas proporcionalidad, en sentido estricto, en orden a determinar, si las limitaciones que tuvieron las medidas de seguridad en el caso concreto, resultaban proporcionales al deber de satisfacción que demandaba el respeto por la intimidad e individualidad de las personas. Veamos:

¿Eran idóneas las medidas adoptadas por la Universidad para garantizar la seguridad de las personas dentro de sus instalaciones? Las medidas adoptadas consistieron, básicamente, en la carnetización de los miembros de esa comunidad, en la disposición de unos servidores suyos, de planta, para servicio de vigilancia, y en la celebración de un contrato de prestación de servicios de seguridad privada para complemento de la vigilancia que realizaba con empleo de su propio recurso humano, servicios que comprendían el control del ingreso de personas a las instalaciones de la universidad. A la luz de este contrato, la compañía de vigilancia privada se obligaba a proporcionar 19.34 vigilantes para el servicio durante las 24 horas del día, prestado en los turnos que la Universidad requiriera, es decir que la entidad podía solicitar y obtener un mayor número de vigilantes en épocas de crisis o cuando determinara que eran insuficientes para ejercer el control debido. A juicio de la Sala, ninguna duda queda sobre la relación existente entre estas medidas y los fines que pretendían servir, de protección de la seguridad, como bien jurídico relevante, aunque no fuera el principal bien que concernía proporcional a la institución, pues su objetivo misional lo constituye el servicio de educación, y mal puede exigirse de ella que sustituyera, con todas sus implicaciones y alcances, a las fuerzas institucionales del orden en el área destinada al funcionamiento de su sede, como tampoco podía exigírsele, lo que no se puede demandar de estas fuerzas, que extremara las medidas al punto de garantizar la custodia de todos y cada uno de sus edificaciones, y de todas y cada una de las personas que conformaban la comunidad universitaria. Se trataba, en consecuencia, de una obligación de medio, no de resultado.

Sobre el particular, forzoso es reseñar que el medio universitario gozaba de una relativa tranquilidad, que no había disturbios o condiciones que hicieran recomendable la medida extrema de reclamar la presencia de la fuerza pública para redoblar esfuerzos en procura de seguridad, y que tampoco hay prueba en el expediente del padecimiento de amenazas por parte del estudiante que fue exterminado, amenazas que de haber sido conocidas por la institución universitaria, demandarían la anticipación de medidas más rigurosas, aún a costa de la restricción de las libertades.

Como un segundo paso en el test propuesto, se debe averiguar si eran necesarias las medidas adoptadas. Esto significa, verificar si, en lo que corresponde al caso, tenía la Universidad a su alcance, otras posibles medidas, menos lesivas de la libertad del estudiantado, que condujeran a la procurada seguridad. Como ha quedado previsto, esta cuestión debe resolverse a partir del ambiente que demanda una comunidad universitaria, pues otras serías las exigencias que se le podrían hacer a una escuela primaria, y otras muy diferentes las que podrían demandarse de una institución carcelaria. Para la Sala, las medidas eran las estrictamente necesarias y posibles. Otras medidas que echan de menos los testigos y los recurrentes, como el “cacheo” o la “requisa” sobre los vehículos y sobre las personas que ingresaban a la universidad, para verificar que no lo hicieran armados, no sólo no estaba dentro del ámbito funcional de aquellos, sino que les está expresamente prohibida, comoquiera que están reservados a la fuerza pública. Y otras, como el empleo de perros de seguridad, aptas aunque incómodas en otros medios, como por ejemplo, en la banca, resultarían intolerables en el medio universitario. Por tanto, no puede ser de recibo el reproche que se ha hecho a las medidas de seguridad de la universidad bajo la indicación de su limitación a la exigencia de la exhibición del carnet al momento de ingreso y de revisión de los elementos que portara la persona, “sin hacer requisa física”.

Finalmente, la proporcionalidad en sentido estricto se cumplió, porque las ventajas que se podían obtener en materia de seguridad mediante la aplicación de medidas legales, tales como el control de ingreso de personas carnetizadas, y la presencia disuasiva de personal de vigilancia por diversas áreas dentro del terreno en el que se asentaba la universidad, compensaban los sacrificios que estas medidas imponían a los visitantes y miembros de esa comunidad y que los mismos estaban obligados a soportar. Otro tipo de hipotéticas medidas, como las atrás descartadas, quebrarían la ecuación necesaria entre seguridad y otros derechos de los miembros de la comunidad universitaria.

(…) 

Así las cosas, la Sala no encuentra en el presente caso, que el elemento fáctico que aparece acreditado en el proceso constituya una falla en el servicio. Concluye que el resultado dañino no fue causado por la vulneración de imperativos normativos que pesaran sobre la universidad, ni como abstenciones, no como prestaciones activas, idóneas, idóneas, necesarias y proporcionales frente a otros derechos de la comunidad académica.

Por tanto, superado el test realizado, el juicio de imputación se contrae nuevamente a los alcances de la causalidad material, para concluir que en el presente caso obra prueba de la causal de exoneración denominada hecho de un tercero, como causa exclusiva y determinante en la producción del daño, y como corolario de ello se impone la absolución de responsabilidad a la entidad demandada, y consiguientemente, la confirmación de la sentencia recurrida.”[footnoteRef:13] (Énfasis añadido). [13:  Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección C. Sentencia del 24 de abril de 2017. Consejero Ponente: Jaime Enrique Rodríguez Navas. Radicado No. 05001-23-31-000-2002-01182-01(36960). Actor: LUISA YANET URREGO DURANGO Y OTROS. Demandado: UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA. Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA  ] 


Como se observa de la sentencia traída a colación, no es posible reprochar la conducta de una institución educativa, cuando la misma no conocía previamente del riesgo o peligro que corría uno de sus educandos, por lo que la máxima del derecho que predica que nadie está obligado a lo imposible aplica igualmente en casos como el que ahora ocupa la atención del despacho.
 
Así, la prueba de la imprevisibilidad e irresistibilidad de la agresión que terceros ejercieron sobre la humanidad del estudiante Jhon Deivi Aponza Ramírez (q.e.p.d.), es, precisamente, que no obra dentro del expediente ninguna prueba que demuestre que la institución Educativa Poblazón y el Municipio de Popayán conocían previamente del riesgo que corría el estudiante en cuestión. 

De igual forma, el mismo Consejo de Estado ha recordado, en sentencias como la del 31 de julio de 2014, que aún en los casos en que las instituciones educativas figuran como garantes de sus educandos, la sola existencia del daño no genera per se el nacimiento del débito indemnizatorio a cargo del Estado, pues, resulta válido, como ahora se hace, alegar causales de exoneración como lo es el hecho de un tercero:

“…también ha establecido la Corporación, bajo la óptica del régimen por falla del servicio, que esta responsabilidad no es absoluta, ya que las instituciones educativas pueden exonerarse por los daños sufridos por sus educandos si demuestran la diligencia en su actuación o una de las causales eximentes de responsabilidad[footnoteRef:14]. [14:  “Ahora bien, cuando los alumnos de un establecimiento educativo, en desarrollo de actividades propias de la escolaridad, padecen daño, cabría deducir la responsabilidad al ente educativo, siempre que se demuestre que falló en el cumplimiento del deber de vigilancia y cuidado del alumno. De esta manera se tiene que, si en el proceso se prueba que el establecimiento educativo obró con diligencia, pericia y eficiencia en el cuidado del alumno, no habrá lugar a declarar su responsabilidad por ausencia de imputación del daño”. En Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 14 de julio de 2005, exp. 15462, C.P. Ruth Stella Correa Palacio. “El centro educativo se erige en garante y adquiere la obligación de responder por los actos del educando que pudieran lesionar derechos propios o ajenos, es decir, que la obligación de cuidado de los maestros con respecto a los alumnos origina responsabilidad de los centros educativos y de los mismos maestros por cualquier daño que los alumnos puedan llegar a causar o sufrir, aunque aquellos puedan exonerarse de responsabilidad si demuestran que actuaron con absoluta diligencia o que el hecho se produjo por fuerza mayor, caso fortuito o culpa exclusiva de la víctima.” En Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 18 de febrero de 2010, exp. 17533, C.P. Mauricio Fajardo Gómez E. Ver también sentencias del 23 de agosto de 2010, exp. 18657, 24 de marzo de 2011, exp. 19032 y 11 de mayo de 2011, exp. 18279, exp. 18279, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.  ] 


12. De igual forma, bajo el régimen de la responsabilidad objetiva esta condición no genera per se la declaratoria de responsabilidad por las lesiones que sufran terceros puestos bajo su guarda. Es necesario establecer que quien ostentaba ese rol inobservó las normas de cuidado que debió adoptar y como resultado expuso a un riesgo anormal a esas personas (…)”[footnoteRef:15] (Énfasis añadido). [15:  Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección B. Sentencia del 31 de julio de 2014. Consejero Ponente: Danilo Rojas Betancourth. Radicado No. 41001-23-31-000-1995- 08078-01(30126). Actor: ELMER HERRERA Y OTROS. Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - DEPARTAMENTO DEL HUILA - MUNICIPIO DE NEIVA  ] 


Aplicando los criterios jurisprudenciales al caso en particular, se tiene que la Institución Educativa Poblazon y el Municipio de Popayán no tenían conocimiento previo de que el menor Jhon Deivi Aponza Ramírez (q.e.p.d.) iba a sufrir un atentado contra su humanidad y, mucho menos, conocían que dicho suceso ocurriría dentro de las instalaciones del plantel educativo, por lo que el evento que ahora ocupa la atención era ciertamente imprevisible e irresistible para las entidades demandadas, imposibilitando una actuación diferente o acciones adicionales para preservar la seguridad del educando. 

De igual forma, revisado el expediente, tampoco obra ninguna prueba que demuestre que la Institución Educativa Poblazon y el Municipio de Popayán actuaron al margen del servicio público de educación, pues, lo cierto es que no existe prueba alguna que demuestre que las demandadas incumplieron sus deberes como garantes del educando en cuestión. 

Por lo anterior, se solicita respetuosamente al despacho declarar probada la excepción del hecho de un tercero, en la medida en que la responsabilidad de las Instituciones Educativas frente a sus educandos no puede ser absoluta, pues, en casos como el que ahora ocupa la atención del despacho, donde, a pesar de la diligencia y cuidado del garante, ocurre el daño, no es posible atribuir tal responsabilidad a las demandadas, máxime cuando se tiene acreditado la existencia del hecho de un tercero.

.- ESTÁ ACREDITADA LA OCURRENCIA DE UN CASO FORTUITO.

En adición a lo anterior, se plantea la excepción de caso fortuito como causa extraña de exoneración de la responsabilidad extracontractual de las demandadas, en la medida en que los proyectiles que impactaron a Jhon Deivi Aponza Ramírez (q.e.p.d.) reúnen los elementos constitutivos de todo caso fortuito: la imprevisibilidad y la irresistibilidad.

Para sustentar la anterior excepción de fondo o mérito, debe tenerse en cuenta que el caso fortuito ha sido definido por la jurisprudencia del H. Consejo de Estado como:

“(…) el caso fortuito es el acontecimiento que ocurre casualmente como suceso interno (se produce dentro del campo de la actividad del deudor o del agente que produce el daño), que es imprevisible (que la mente del humano no puede prever) y que genera dificultad para que el deudor cumpla la obligación a su cargo o para superar la situación extraordinaria (no imposibilita cumplir o superar la dificultad).”[footnoteRef:16] [16:  Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección A. Sentencia del 8 de noviembre de 2016. Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano Barrera. Radicado No. 73001-23-31-000-2007-00709-02(39692)  ] 


De igual forma, frente a los elementos que integran esta causa extraña, la imprevisibilidad y la irresistibilidad, la doctrina nacional encabezada por el profesor Javier Tamayo Jaramillo ha tenido a bien en definir dichos conceptos de la siguiente manera:

“… podemos entender que lo imprevisible es también aquello cuya ocurrencia, que pese a la diligencia y cuidado del agente, es inevitable. Y que prever no solo significa ver con anticipación, sino también tener la diligencia y cuidado necesarios para evitar los efectos de un fenómeno que posiblemente ocurrirá. (…) El hombre diligente y prudente previene todo lo necesario para un eventual fenómeno que ha de obstaculizarle el cumplimiento. Así las cosas, la causa extraña se torna irresistible porque no siendo imaginable con anticipación, el agente no pudo tomar las medidas para evitarla; o porque conociendo su eventual ocurrencia tomó las medidas necesarias para evitar sus efectos y pese a ello no pudo lograrlo. (…) Pero finalmente lo que libera al deudor, en una u otra situación, es el hecho de no haber podido resistir el obstáculo, pese a haber puesto diligencia y cuidado, o a no haber cometido culpa por no haber podido imaginar el hecho con anticipación. 

Todo se reduce entonces a la posibilidad de identificar la imprevisibilidad como ausencia de culpa por parte del deudor. Así las cosas, cuando el hecho es irresistible y no ha mediado culpa del deudor, entonces estaremos frente a una causa extraña, ya que el agente, pese a su previsión o a la imposibilidad de prevenir, no pudo evitar el daño.”[footnoteRef:17] [17:  Tamayo Jaramillo, J. (2007). Tratado de Responsabilidad Civil. Tomo II. Legis S.A. Pág. 43 y 44.  ] 


Vistas las definiciones jurisprudenciales y doctrinales traídas a colación, se tiene que el ataque que sufrió el menor Jhon Deivi Aponza Ramírez (q.e.p.d.) reúne todos los elementos de un caso fortuito, pues, lo cierto es que el garante de su protección, la Institución Educativa Poblazón, no estaba advertida de ningún atentado contra la integridad del menor y era difícil, por no decir absolutamente imposible, resistir un ataque de semejante magnitud cuando, a pesar de ser diligentes con el cuidado del educando, no se sabía de dónde iba a provenir el ataque o cuándo iba a tener lugar el mismo. 

Por todo lo anterior, se le solicita al despacho declarar probada la excepción de caso fortuito en la medida en que, si bien el menor Jhon Deivi Aponza Ramírez (q.e.p.d.) fue lesionado dentro de las instalaciones de la Institución Educativa Poblazón, también es cierto que dicho ataque era imprevisible e irresistible aún actuando de manera diligente y cuidadosa.

.- ESTÁ ACREDITADA LA CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA COMO EXIMENTE DE RESPONSABILIDAD.

Se plantea como excepción la culpa exclusiva de la víctima para que, al momento de dictar sentencia, se tenga en cuenta, no sólo la conducta desplegada por los demandantes previó a los lamentables hechos ocurridos el 12 de marzo de 2020, sino que, además, se analice la conducta del menor Jhon Deivi Aponza Ramírez, en la medida en que éste último tenía 13 años de edad para el momento de su muerte, es decir, tenía capacidad para cometer culpa aquiliana o extracontractual.

La anterior excepción se sustenta con fundamento en el artículo 60 de la Ley 1996 de 2019 “por medio de la cual se establece el régimen para el ejercicio de la capacidad legal de las personas con discapacidad mayores de edad” que modificó el artículo 2346 del Código Civil de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 2346. Responsabilidad por daños causados por impúberes. Los menores de 12 años no son capaces de cometer delito o culpa; pero de los daños por ellos causados serán responsables las personas a cuyo cargo estén dichos menores, si a tales personas pudieren imputárseles negligencia". (Énfasis añadido).

En la medida en que el menor Jhon Deivi Aponza Ramírez (q.e.p.d.) tenía 13 años de edad para el momento en que resultó herido, es viable que el despacho analice a lo largo del trámite procesal, si la misma víctima se expuso imprudentemente al riesgo que le arrebató injustamente la vida.

Sobre la culpa o hecho de la víctima en casos como el de marras, es decir, donde se ven involucrados menores de edad, la doctrina especializada ha tenido a bien en decir lo siguiente:

“… si un menor de 12 años, por ejemplo, atraviesa una vía de forma imprudente e intempestiva, razón por la cual es arrollado y se le causa la muerte, si se exigiese culpa de la víctima, el conductor debería responder cabalmente por el deceso. Esta solución no parece la más razonable, en tanto, sin lugar a dudas, la víctima, si no fue la única causa del daño, al menos aportó causalmente a éste, razón por la cual, el requisito exigido, más allá de la culpa de la víctima, debe ser un aporte causal, lo cual, indiscutiblemente, lleva la discusión al ámbito del nexo causal.[footnoteRef:18]  [18:  Gaviria Cardona, A. (2021). El hecho de la víctima como causa de exoneración de la responsabilidad civil. Grupo Editorial Ibañez. Pág. 37 – 38.  ] 


“se afirma que el principio de causalidad justifica que para apreciar la concurrencia de culpa no sea necesario que la víctima sea capaz de culpa civil y lo que cuenta es su contribución objetiva a la causación del daño. Como es bien sabido, una regla parecida se expresa en España, cuando se afirma que basta con que la conducta de la víctima puede ser considerada “objetivamente negligente” y que con esa conducta haya contribuido a causar el daño. 

[…] no es necesario que la víctima sea subjetivamente imputable para que su conducta sea jurídicamente relevante a efectos de reducir la indemnización. Es suficiente, como mucho, que su comportamiento pueda calificarse como negligente objetivamente y que haya contribuido a la producción del daño”.[footnoteRef:19] [19:  Martín Casals, M. Pág. 2477 citado por Gaviria Cardona, A. (2021). El hecho de la víctima como causa de exoneración de la responsabilidad civil. Grupo Editorial Ibañez. Pág. 38.  ] 


Con la anterior cita doctrinal se quiere significar que, más allá de si el menor Jhon Deivi Aponza Ramírez tenía o no capacidad para cometer culpa aquiliana, será deber del despacho analizar si tanto él menor como sus padres cometieron algún tipo de imprudencia, negligencia o impericia constitutiva de culpa que pudiese haber influido en los lamentables hechos del 12 de marzo de 2020, culpa que se pudo haber concretado en no haber acatado las instrucciones de los educadores o no haber informado con suficiente anterioridad el riesgo que corría el menor en cuestión.

Por todo lo anterior, se le solicita respetuosamente al despacho declarar probada la excepción de culpa exclusiva de la víctima.

.- ESTÁ PROBADA LA INIMPUTABILIDAD DE LOS PERJUICIOS MATERIALES E INMATERIALES SOLICITADOS.

Se plantea la siguiente excepción debido a que los supuestos perjuicios alegados por la parte actora son imputables única y exclusivamente al hecho de un tercero ajeno al servicio público de educación prestado por las demandadas, por lo que se tiene que los perjuicios solicitados son inimputables a éstas últimas. 

La imputabilidad del daño antijurídico tiene expresa consagración en nuestro medio, pues lo cierto es que el artículo 90 constitucional exige que el hecho dañoso sea imputable al Estado ya sea por acción u omisión, circunstancia que, en opinión de la doctrina nacional, implica que la Administración Pública sólo responda por los eventos dañosos que le sean imputables tanto fáctica como jurídicamente:

“…verificada la existencia de un daño desde la dimensión jurídica, lo relevante es establecer a quién es atribuible esa afectación que sufre una determinada persona en sus derechos, bienes o intereses legítimos. Es precisamente en ese específico escenario donde el término imputación supone un análisis bifronte o dual, consistente en la verificación de que el daño es tanto fáctica (imputatio facti) como jurídicamente (imputatio iure) imputable. 

La imputación fáctica tiene como propósito determinar si en el plano material, mas no necesariamente causal, el daño es atribuible o no a un sujeto de derecho. Así las cosas, antes de abordar el análisis de la imputación jurídica o el fundamento de la responsabilidad, es imprescindible que la lesión o afectación antijurídica esté radicada en cabeza de la entidad o del sujeto pasivo de la relación. Verificado lo anterior, es posible abordar el análisis sobre la imputación jurídica, esto es, si existe un fundamento normativo que concrete, en el caso específico, la obligación de resarcir el daño antijurídico.
 
En otros términos, la imputación fáctica – y con ella la imputación objetiva del daño – consiste en un estudio retrospectivo que recae sobre la acción u omisión del sujeto, mientras que la imputación jurídica supone la realización de un análisis prospectivo y netamente normativo dirigido a determinar si, una vez establecida la atribución material del daño, existe o no el deber jurídico – subjetivo u objetivo – de resarcir el perjuicio.”[footnoteRef:20] (Énfasis añadido). [20:  Gil Botero, E. (2020). Tratado de responsabilidad extracontractual del estado (Octava ed.). Tirant lo blanch. Págs. 112 y 113.  ] 


Para el caso en concreto, no resulta necesario que el despacho se adentre en los criterios normativos que regulan la imputación jurídica de la responsabilidad extracontractual, pues como se ha venido explicando a lo largo de la presente contestación a la demanda, el daño presentado corresponde únicamente al actuar de un tercero ajeno al servicio público educativo. 

Ahora bien, y gracia de discusión, para demostrar la inimputabilidad de los perjuicios materiales e inmateriales solicitados por los actores, es preciso tener en cuenta la distinción entre las nociones de daño y perjuicio que, según el profesor Juan Carlos Henao, con apoyo en la doctrina extranjera, consiste principalmente en lo siguiente:

“…el profesor Bénoit aportó algunos elementos que se encargaron de definirlo, al afirmar: “…el daño es un hecho: es toda afrenta a la integridad de una cosa, de una persona, de una actividad, o de una situación […] el perjuicio lo constituye el conjunto de elementos que aparecen como las diversas consecuencias que se derivan del daño para la víctima del mismo. Mientras que el daño es un hecho que se constata, el perjuicio es, al contrario, una noción subjetiva apreciada en relación con una persona determinada” (…) Con esta misma lógica, una sentencia colombiana afirmó que ”el daño, considerado en sí mismo, es la lesión, la herida, la enfermedad, el dolor, la molestia, el detrimento ocasionado a una persona en su cuerpo, en su espíritu o en su patrimonio”, mientras que “el perjuicio es el menoscabo patrimonial que resulta como consecuencia del daño; y la indemnización es el resarcimiento, la reparación, la satisfacción o pago del perjuicio que el daño ocasionó”.[footnoteRef:21] [21:  Henao, J. C. (1998). El daño (Primera ed.). Universidad Externado de Colombia. Págs. 76 y 77.  ] 


Visto lo anterior, es claro que el daño es causa de un resultado que comúnmente denominamos perjuicio, por lo que el aforismo romano “Accessorium sequitur principale”, o, “lo accesorio sigue la suerte de lo principal”, es plenamente aplicable al caso en concreto, concluyendo que, si el daño sufrido por los demandantes no es imputable a las demandadas, pues mucho menos se le podrá endilgar las consecuencias de dicho menoscabo como son los perjuicios materiales e inmateriales reclamados. 

Por todo lo anterior, se le solicita respetuosamente al despacho declarar probada la excepción planteada junto con la causal de exoneración de la responsabilidad extracontractual del Estado denominada hecho de un tercero.

.- ESTÁ PROBADA LA INEXISTENCIA DE LOS PERJUICIOS MATERIALES SOLICITADOS.

Se plantea la presente excepción en la medida en que, si bien los demandantes solicitan el reconocimiento y pago de diez millones ($10.000.000) de pesos por concepto de daño emergente, lo cierto es que no allegan al proceso una factura de venta u otro documento similar que reúna los requisitos del Estatuto Tributario y que, de acuerdo con la jurisprudencia del H. Consejo de Estado, pueda acreditar la erogación patrimonial supuestamente sufrida por los actores. 

Para sustentar la excepción que se plantea, debe tenerse en cuenta, con apoyo en la doctrina y la jurisprudencia, que entre los elementos del daño se encuentra que el mismo sea cierto, o, en palabras del ex Consejero de Estado Enrique Gil Botero la certidumbre del daño consiste en lo siguiente:

“Permite comprobar que el daño sea pasado, presente o futuro, y habrá certidumbre cuando sea evidente que produjo o producirá una disminución o lesión material o inmaterial en el patrimonio de quien lo sufre, es decir, no podrá ser resarcido lo eventual, hipotético o meramente posible.”[footnoteRef:22] [22:  Gil Botero, E. (2020). Tratado de responsabilidad extracontractual del estado (Octava ed.). Tirant lo blanch. Pág. 189.  ] 


De igual forma, obsérvese que frente al daño emergente los actores no aportan ninguna factura o prueba documental similar que, en virtud del Estatuto Tributrario, pruebe las erogaciones que realizaron con ocasión del supuesto daño antijurídico sufrido. 

La inexistencia de facturas o documentos similares que sustenten las erogaciones sufridas (daño emergente), en palabras del H. Consejo de Estado, conduce inexorablemente al fracaso de la pretensión:

“A título de daño emergente les fue concedido a los demandantes el valor de dos millones seiscientos doce mil cuatrocientos sesenta y un pesos ($2.612.461), por las reparaciones realizadas al vehículo una vez les fue entregado.
 
La Sala modificará esta disposición del fallo apelado para, en su lugar, disponer que no hay lugar a que se indemnice por ese concepto. Esto por cuanto ninguna de las documentales aportadas con el fin de sustentar esas erogaciones (fls. 69 y s.s., c. 8) reúne los requisitos previstos en el artículo 617 del Estatuto Tributario[footnoteRef:23], en especial los relativos a la calidad de retenedor del vendedor, ni la discriminación del IVA, siendo obligación del comprador exigir la factura de compra de conformidad con los requisitos legales. De tal manera, ninguna credibilidad otorgan los recibos informales aportados sobre la veracidad de las transacciones sobre las que versan, ni puede reconocérseles valor cuando no cuentan con los requisitos previstos en la ley para su validez.  [23:  Estatuto Tributario, “Art. 617. Requisitos de la factura de venta. 
Para efectos tributarios, la expedición de factura a que se refiere el artículo 615 consiste en entregar el original de la misma, con el lleno de los siguientes requisitos: 
a. Estar denominada expresamente como factura de venta. 
b. Apellidos y nombre o razón y NIT del vendedor o de quien presta el servicio. 
c. Apellidos y nombre o razón social y NIT del adquirente de los bienes o servicios, junto con la discriminación del IVA pagado. 
d. Llevar un número que corresponda a un sistema de numeración consecutiva de facturas de venta. 
e. Fecha de su expedición. 
f. Descripción específica o genérica de los artículos vendidos o servicios prestados. 
g. Valor total de la operación. 
h. El nombre o razón social y el NIT del impresor de la factura. 
i. Indicar la calidad de retenedor del impuesto sobre las ventas”.  ] 


Por ende, no hay lugar a reconocimiento indemnizatorio alguno por concepto de las sumas presuntamente erogadas por los demandantes para la refacción del rodante.”[footnoteRef:24] (Énfasis añadido). [24:  Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección B. Sentencia del 28 de mayo de 2015. Consejero Ponente: Ramiro de Jesús Pazos Guerrero. Radicado No. 18001-23-31-000-2001-00154-01(33732)  ] 


De igual forma, es pertinente recordar, que el artículo 225 del Código General del Proceso, aplicable a la presente controversia por remisión del artículo 211 y 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, limitó la eficacia del testimonio para probar el pago de obligaciones, por lo que los demandantes no pueden acreditar el daño emergente solicitado mediante otra prueba que no sea la documental (factura) so pena de que el despacho aprecie la inexistencia de dicho documento como un indicio grave de la inexistencia del respectivo pago que se alega. El artículo en mención es del siguiente tenor:

“Artículo 225. Limitación de la eficacia del testimonio. La prueba de testigos no podrá suplir el escrito que la ley exija como solemnidad para la existencia o validez de un acto o contrato.
 
Cuando se trate de probar obligaciones originadas en contrato o convención, o el correspondiente pago, la falta de documento o de un principio de prueba por escrito, se apreciará por el juez como un indicio grave de la inexistencia del respectivo acto, a menos que por las circunstancias en que tuvo lugar haya sido imposible obtenerlo, o que su valor y la calidad de las partes justifiquen tal omisión.” (Énfasis añadido).

Por lo anterior, y con apoyo en la jurisprudencia traída a colación, se le solicita respetuosamente al despacho negar los perjuicios materiales (daño emergente), en tanto los actores no allegan la prueba necesaria para acreditar su existencia.

.- ESTÁ PROBADA LA EXCESIVA TASACIÓN DE PERJUICIOS MORALES Y DAÑO A LA SALUD.

Se plantea la siguiente excepción ya que, si bien los perjuicios materiales e inmateriales no son imputables al actuar de las entidades demandadas, la tasación realizada por los actores resulta excesiva en desmedro de la jurisprudencia unificada de la Sala Plena de la Sección Tercera del H. Consejo de Estado desde el 28 de agosto de 2014.

Para el caso en concreto, la parte actora solicita los siguientes perjuicios inmateriales en su modalidad de perjuicios morales y daños a la salud:

“POR PERJUICIOS MORALES ó PRETIUM DOLORIS: Se debe a CADA UNO DE LOS DEMANDANTES o a quien sus derechos representare, el equivalente a TRESCIENTOS (300) SMMLV a la fecha de la ejecutoria de la providencia que ponga fin al presente proceso; en relación al profundo trauma afectivo, moral y espiritual que dejo consigo la repentina muerte del menor JHON DEIVI APONZA RAMIREZ. 

c) POR DAÑOA LA SALUD: se debe a favor de debe a CADA UNO DE LOS DEMANDANTES o a quien sus derechos representare, el equivalente a TRESCIENTOS (300) SMMLV a la fecha de la ejecutoria de la providencia que ponga fin al presente proceso; pues la repentina muerte del menor no solo afectó de manera emocional a cada uno de los demandantes, sino que generó en ellos un trastrocamiento psicofísico que alteró en términos negativos sus vidas.”

La anterior tasación resulta excesiva y desproporcionada por las razones que se pasan a exponer. 
Primero, frente al perjuicio moral, es conveniente recordar que en el documento final aprobado mediante acta del 28 de agosto de 2014 que consagró los referentes para la reparación de perjuicios inmateriales, se establecieron los siguientes topes:

“2.1 REPARACIÓN DEL DAÑO MORAL EN CASO DE MUERTE:

Para la reparación del daño moral, en caso de muerte, se han diseñado cinco niveles de cercanía afectiva entre la víctima directa y aquellos que acuden a la justicia en calidad de perjudicados o víctimas indirectas. 

Nivel No. 1. Comprende la relación afectiva, propia de las relaciones conyugales y paterno- filiales o, en general, de los miembros de un mismo núcleo familiar (1er. Grado de consanguinidad, cónyuges o compañeros permanentes o estables). A este nivel corresponde el tope indemnizatorio (100 smlmv). 

Nivel No. 2. Donde se ubica la relación afectiva propia del segundo grado de consanguinidad o civil (abuelos, hermanos y nietos). A este nivel corresponde una  indemnización equivalente al 50% del tope indemnizatorio. 

Nivel No. 3. Está comprendido por la relación afectiva propia del tercer grado de consanguinidad o civil. A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 35% del tope indemnizatorio.

Nivel No. 4. Aquí se ubica la relación afectiva propia del cuarto grado de consanguinidad o civil. A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 25% del tope indemnizatorio.
 
Nivel No. 5. Comprende las relaciones afectivas no familiares (terceros damnificados). A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 15% del tope indemnizatorio. 

La siguiente tabla recoge lo expuesto:
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Para los niveles 1 y 2 se requerirá la prueba del estado civil o de la convivencia de los compañeros. Para los niveles 3 y 4, además, se requerirá la prueba de la relación afectiva. Para el nivel 5 deberá ser probada la relación afectiva.”

Como se observa, jurisprudencialmente, se encuentran limitados los topes indemnizatorios en 100 SMMLV, por lo que la solicitud realizada por los demandantes desconoce dicha jurisprudencia unificada y, por ende, resulta a todas luces improcedente. 

Ahora bien, en segundo lugar y frente al daño a la salud, además de que los demandantes no se encuentran legitimados para solicitar dicha tipología de perjuicio inmaterial pues, no son las víctimas directas del presunto daño antijurídico que se demanda, se tiene que, de igual forma, dicha solicitud indemnizatoria excede los topes fijados por la jurisprudencia unificada del H. Consejo de Estado. 

Frente a la legitimación en la causa para solicitar el daño a la salud, el H. Consejo de Estado en sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014[footnoteRef:25] y en providencias posteriores ha dejado en claro que el único beneficiario de dicho perjuicio inmaterial es la víctima directa: [25:  Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sala Plena – Sección Tercera. Sentencia del 28 de agosto de 2014. Consejera Ponente: Stella Conto Diaz del Castillo. Radicado No. 23001-23-31-000-2001-00278-01(28804). Actor: AMPARO DE JESUS RAMIREZ SUAREZ. Demandado: HOSPITAL SAN VICENTE DE PAUL DE LORICA Y OTRO. Referencia: APELACION SENTENCIA - ACCION DE REPARACION DIRECTA  ] 


"La sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014 expediente 28.804 estableció el contenido y alcance del daño a la salud entendido como perjuicio inmaterial que puede solicitar la víctima directa en supuestos en los cuales el daño antijurídico consiste en la lesión física o psíquica, igualmente la decisión definió la siguiente metodología y topes indemnizatorios[footnoteRef:26]: [26:  Consejo de Estado, Sección Tercera-Sala Plena, sentencia del 28 de agosto de 2014, exp 28.804, MP Stella Conto Díaz del Castillo.  ] 


Como se observa, el único legitimado para solicitar el daño a la salud es la víctima directa, es decir, el perjudicado directo de la lesión psicofísica en cuestión, por lo que se tiene que ninguna de las personas que integran el extremo activo de la presente litis estarían legitimadas para solicitar tal perjuicio. 

De igual forma, y en gracia de discusión, es pertinente traer a colación la prohibición consagrada en el documento final del 28 de agosto de 2014 que expresa lo siguiente “ningún daño o perjuicio inmaterial podrá ser indemnizado doblemente”, circunstancia que es lógica a la luz de nuestro ordenamiento jurídico, pues, como lo menciona el profesor Juan Carlos Henao, el daño y sólo el daño debe ser indemnizado:

“… EL DAÑO DEBE SER INDEMNIZADO PLENAMENTE:
 
La enunciación de la presente regla es simple: la reparación del daño debe dejar indemne a la persona, esto es, como si el daño no hubiere ocurrido, o, al menos, en la situación más próxima a la que existía antes de su suceso. Dicho de otra manera, se puede afirmar que “se debe indemnizar el daño, sólo el daño y nada más que el daño”, o, en palabras de la Corte Constitucional colombiana, que “el resarcimiento del perjuicio, debe guardar correspondencia directa con la magnitud del daño causado, mas no puede superar ese límite”. La explicación que se da a esta regla se apoya en un principio general del derecho: si el daño se indemniza por encima del realmente causado, se produce un enriquecimiento sin justa causa a favor de la “víctima”; si el daño se indemniza por debajo del realmente causado, se genera un empobrecimiento sin justa causa para la víctima. Es así el daño la medida del resarcimiento.”

El hecho de que los demandantes recibieran una indemnización por perjuicios morales y otra por daño a la salud, cuando ni siquiera están legitimados para solicitar ésta última tipología de perjuicio inmaterial, no sólo contravendría la jurisprudencia unificada del H. Consejo de Estado, sino que, además, atentaría contra el principio de la prohibición del enriquecimiento sin justa causa y la indemnización integral. 

Por todo lo anterior, y en el remoto e hipotético caso que se decida acceder a las infundadas pretensiones de la demanda, el despacho debe proceder a tasar los perjuicios solicitados de conformidad con la jurisprudencia unificada del Consejo de Estado y a negar perjuicios improcedentes como es el caso del daño a la salud.

.- ESTÁ PROBADO QUE EL MUNICIPIO DE POPAYÁN NO ES RESPONSABLE DE LA ATENCIÓN MÉDICA REPROCHADA.

Se plantea la siguiente excepción toda vez que la solicitud de una condena solidaria pretendida por los actores resulta imposible a la luz de nuestro ordenamiento jurídico, ello por la simple razón de que el Hospital Universitario San José E.S.E. es una entidad pública descentralizada, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa y organizacional.

Por todo lo anterior, dado que la atención médica prestada al menor Jhon Deivi Aponza Ramírez (q.e.p.d.) fue prestada por una entidad pública diferente al Municipio de Popayán que, además consta de personería jurídica propia, patrimonio propio y autonomía administrativa, las eventuales deficiencias que se puedan encontrar en el servicio médico prestado son difícilmente imputables a la entidad territorial asegurada, haciendo, por contera, imposible una condena solidaria.

.- ENRIQUECIMIENTO SIN JUSTA CAUSA:

Es imposible imponer una condena y ordenar el resarcimiento de un detrimento por perjuicios no demostrados o presuntos, o si se carece de la comprobación de su magnitud y realización, ya que no es admisible la presunción en esa materia, de manera que una indemnización sin fundamentos fácticos ni jurídicos necesariamente se traducirá en un lucro indebido, como sucedería en un caso como el presente. 

Por todo lo anterior, solicito respetuosamente declarar probada esta excepción.

.- GENÉRICA O INNOMINADA:

Solicito al honorable Juez decretar cualquier otra excepción de fondo que resulte probada en curso del proceso y que pueda corroborar que no existe obligación alguna a cargo de la demandada o de mí procurada y que pueda configurar otra causal que las exima de toda obligación indemnizatoria, incluida la de caducidad y prescripción.

CAPÍTULO III

I. DE LAS EXCEPCIONES FRENTE AL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA A ASEGURADORA SOLIDARIA DE COLOMBIA E.C.

.- ESTÁ PROBADA LA EXISTENCIA Y OPERATIVIDAD DE CAUSALES DE EXCLUSION DE COBERTURA DE LA PÓLIZA No. 435-74-994000009675.

Sin perjuicio de las demás excepciones propuestas, y sin que con ello se esté comprometiendo a mi representada, a fin de manifestar que en el improbable caso en que el Despacho considere que sí nace obligación indemnizatoria a cargo de la aseguradora es menester advertir que en las condiciones pactadas en el contrato de seguro documentado en la PÓLIZA No. 435-74-994000009675, se establecieron unos parámetros que enmarcan la obligación condicional que contrajo Aseguradora Solidaria C.E.C., y delimitan la extensión del riesgo asumido por ella. En efecto, en ellas se refleja la voluntad de los contratantes al momento de celebrar el contrato, y definen de manera explícita las condiciones del negocio aseguraticio.

Ahora bien, entre las exclusiones se concertaron en la cláusula 2, condicionado general lo siguiente:
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En la medida en que la muerte del menor Jhon Deivi Aponza Ramírez (q.e.p.d.) obedeció al acto de un tercero dirigido a causar daño, se tienen que dicho riesgo fue expresamente excluido del amparo otorgado por la Aseguradora Solidaria de Colombia Entidad Cooperativa, por lo que no debe surgir ninguna obligación o deber, ya sea contractual o legal, a cargo de mi representada frente a las sumas reclamadas dentro del proceso de la referencia, inclusive si se demuestra que el Municipio de Popayán desacató o incumplió disposiciones legales tendientes a la seguridad del establecimiento educativo, de igual modo la póliza no podrá afectarse por exclusión del riesgo.

Para sustentar la excepción que se plantea, debe tenerse en cuenta que la libertad contractual consagrada en nuestro ordenamiento jurídico en el artículo 1602 del Código Civil tiene directa aplicación en materia aseguradora cuando el estatuto mercantil de 1971 expresa de manera claro que:

“Con las restricciones legales, el asegurador podrá, a su arbitrio, asumir todos o algunos de los riesgos a que estén expuestos el interés o la cosa asegurados, el patrimonio o la persona del asegurado.”

Dicho artículo evoca los amparos, o, exclusiones, a las que las partes puedan llegar libremente en el marco de su autonomía privada. Según la doctrina nacional, la segunda forma en que se manifiesta la libertad contractual de las partes en el negocio jurídico del seguro, esto es la exclusión, consiste en lo siguiente:

“La exclusión es la forma lícita de reducir el riesgo, esto es de limitarlo, de manera que se concreta a ciertas cosas o hechos, pero no abarca ni se extiende a otros. Por consiguiente, sólo el riesgo contratado queda amparado, y quedan por fuera de tal amparo o protección aquellos que, aun siendo asegurables, los contratantes los han excluido expresamente.”[footnoteRef:27] [27:  Becerra Toro, R. (2014). Nociones fundamentales de la teoría general y regímenes particulares del contrato de seguro. Pontificia Universidad Javeriana, Cali, Facultad de Humanidades y Ciencias Sociales, Departamento de Ciencia Jurídica y Política, Carrera de Derecho. Pág.190.  ] 


Las exclusiones en el contrato de seguro también han sido explicadas por la jurisprudencia nacional poniendo de presente lo siguiente:

“La finalidad del contrato de seguro y a lo que apunta la intención común de los contratantes de este tipo de negocios jurídicos es obtener cobertura frente a determinados riesgos, cuya realización conduce al pago de la respectiva indemnización (art. 1054 del C. de Co.). Es claro también que el acuerdo de las partes para que se brinde amparo a una determinada clase de riesgos determina que, en principio, todos aquellos sucesos inciertos que se enmarquen dentro de los parámetros así establecidos sean objeto de la correspondiente cobertura. Sin embargo, es igualmente evidente, por así disponerlo la legislación nacional (art. 1056 del C. de Co), que en el contrato de seguro, y, particularmente, por determinación del asegurador, éste, teniendo presentes las restricciones legales, “podrá, a su arbitrio, asumir todos o algunos de los riesgos a que estén expuestos el interés o la cosa asegurados, el patrimonio o la persona del asegurado”. En razón de lo anterior, los riesgos cubiertos en el contrato de seguro serán los que correspondan a la clase de amparo que genéricamente se ofrezca, o los que las partes de manera particular y explicita convengan adicionar, siempre y cuando, en uno u otro caso, respecto de los mismos no se establezca expresamente una exclusión por determinación del asegurador, claro está, aceptada por el tomador al perfeccionar la celebración del respectivo contrato.”[footnoteRef:28] (Énfasis añadido). [28:  Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 19 de diciembre de 2008. Magistrado Ponente: Arturo Solarte Rodríguez. Radicado No. 11001-3103-012-2000-00075-01.  ] 


Otro tanto ha dicho la jurisprudencia arbitral[footnoteRef:29] sobre el particular: [29:  Laudo del 15 de diciembre de 2009 Tribunal de Arbitramento Quala S.A. Vs. Chubb de Colombia Compañía de Seguros S.A.  ] 


“4.1 La delimitación del riesgo en el contrato de seguro. Su trascendencia en la esfera aseguraticia: 

Sobre este particular, sea lo primero anotar que, como bien es sabido, la posibilidad de delimitar el riesgo en el contrato de seguro, traza, in potentia, el cauce de la obligación indemnizatoria del asegurador, como quiera que, en puridad, esta última se encuentra justamente condicionada a la realización del riesgo asegurado -o los riesgos asegurados- y, en consecuencia, mientras dicha condición no se cumpla en la praxis contractual, el correspondiente deber de prestación no surgirá a la vida jurídica[footnoteRef:30]; ello obedece, en sana lógica, a la posibilidad con que cuenta el asegurador de delimitar el estado del riesgo, institución estructural del de la relación aseguraticia y una de las figuras en las que descansa el seguro considerado in globo, esto es, desde una perspectiva técnica, financiera y jurídica, habida cuenta de que, en principio, per se, naturalmente con excepciones, "... ningún asegurador estará dispuesto a asegurar todos los riesgos que puedan afectar a nuestras cosas o a nuestro patrimonio ...”[footnoteRef:31]. [30:  Desde el ángulo inmediatamente señalado, como bien lo anota el profesor Abel B. Veiga Copo, "... pueden definirse las cláusulas delimitadoras como aquellas que sirven para definir y concretar el objeto del contrato del seguro de que se trate, de manera que todo acontecimiento o evento acaecido fuera de aquella delimitación, o que constituya una circunstancia de exclusión de cobertura, no tendrá la consideración de  siniestro cubierto por la póliza ... ".Condiciones en el contrato de seguro, Editorial Comares, Granada, 2005, p.278.  ]  [31:  GARRIGUES, Joaquín. Contrato de Seguro Terrestre. Ed. Aguirre. Madrid. 1982. p.144; a lo anterior, el profesor Garrigues agrega, con diáfana claridad, que " ... al cerrar el contrato, las partes han de estar, pues, de acuerdo sobre los hechos amenazadores, cuya realización engendrará la acción de resarcimiento frente al asegurador. Y es el tomador del seguro quien ha de describir las circunstancias del riesgo, no el asegurador (de aquí la carga de la exacta declaración previa al contrato). Una vez conocidas las circunstancias que sirvan para individualizar el riesgo, su apreciación o estimación incumbe exclusivamente al asegurador, quien, como resultado de este juicio, podrá determinar el grado de probabilidad del siniestro de ese juicio, podrá determinar el grado de probabilidad del siniestro y decidirá si acepta o no reparar sus consecuencias ( ... ) Pero en cada contrato es inexcusable concretar las circunstancias que permitirán decidir si un determinado hecho dañoso entra dentro del riesgo o riesgos previstos en el contrato. Este principio, llamado "principio individualización del riesgo", no significa, sin embargo, que cada contrato de seguro haya de referirse a un riesgo único ... ''. Ibídem, pp.144-145.  ] 


Así, si se parte de la base de que " ... la prestación del asegurador( ... ) va a depender de la producción del evento cuyo riesgo es objeto de cobertura, es decir, de un hecho futuro e incierto, al menos en una forma relativa, en el sentido de que puede tratarse de un evento que se sabe que se va a producir pero no cuándo ( .. .) y de que el riesgo es objeto de la cobertura dentro de los límites pactados, de manera que es el riesgo que se encuentra dentro de los límites y de las modalidades establecidas en el contrato, el que, como riesgo asegurado, condiciona la obligación del asegurador ... "[footnoteRef:32], resulta palmario que "... la posibilidad de limitación de los riesgos es indispensable para el asegurador (…) teniendo presente que sólo se llega a definir cada riesgo y a limitarlo con precisión, si puede medirse y apreciarse su valor para fijar la suma asegurada, la prima y la indemnización o el beneficio: sólo se puede agruparlos en mutualidad y realizar su compensación, si es posible efectuar una clasificación exacta de los riesgos…”[footnoteRef:33] (énfasis añadido). [32:  SÁNCHEZ CALERO, Fernando. Ley de Contrato de Seguro. Comentarios a la Ley 50 de 1980, de 8 de octubre y sus modificaciones. Aranzadi Editorial. Navarra. 1999. p.33; a lo que el profesor Sánchez Calero agrega que en el seguro se " ... ha de individua/izar el riesgo que se quiere asegurar, que depende de fa naturaleza del evento que se pretende asegurar y del interés sobre el cual debe verificarse el evento, debiendo producirse en el contrato una delimitación de ese riesgo, con precisión de las causas del evento, el tiempo y el espacio en que debe verificarse ( ... ) las cláusulas establecidas en el contrato no limitan 'los derechos del asegurado, sino que delimitan el riesgo asumido en el contrato, su contenido, el ámbito al que el mismo se extiende', lo que constituye un límite objetivo nacido de la voluntad pactada de las partes ... ". Ibídem, p.33.  ]  [33:  HALPERIN, Isaac. Seguros. Exposición crítica de la ley 17.418. Ediciones Depalma. Buenos Aires. 1972. p.342.  ] 


Debido a que los hechos que son materia de estudio por parte del despacho coinciden con la exclusión pactada, es decir, la muerte del menor Jhon Deivi Aponza Ramírez (q.e.p.d.) obedeció al acta malintencionado de un tercero, o, en su defecto, a un acto terrorista, se tiene que la Aseguradora Solidaria de Colombia Entidad Cooperativa, en virtud de su libertad contractual y en su delimitación de los riesgos asumidos, decidió NO AMPARAR el riesgo de que los estudiantes atendidos con ocasión de la ejecución del contrato de prestación de servicios No. 2021800000737 fueran heridos por actos malintencionados de terceros. 

Por todo lo anterior, se le solicita al despacho declarar probada la excepción planteada declarando que la Aseguradora Solidaria de Colombia Entidad Cooperativa no tiene el deber legal o contractual de asumir una eventual condena que se profiera dentro del proceso de la referencia como consecuencia de la exclusión pactada en la póliza No. 435-74-994000009675 que excluyo los hechos sub judice de la cobertura otorgada por mi representada.

De conformidad con lo expuesto, respetuosamente solicito declarar probada esta excepción.

.- ESTÁ PROBADA LA INEXISTENCIA DE AMPARO Y CONSECUENTEMENTE LA INEXIGIBILIDAD DE LA OBLIGACIÓN INDEMNIZATORIA.

En la medida en que los hechos materia del presente litigio fueron excluidos de la cobertura material otorgada en la póliza No. 435-74-994000009675, se puede concluir la inexistencia de amparo y consecuentemente la inexigibilidad de la obligación indemnizatoria, en tanto no se ha configurado el riesgo que fue asegurado por la Aseguradora Solidaria de Colombia Entidad Cooperativa.

Para sustentar la presente excepción, que es, a su vez, una consecuencia necesaria y lógica de la excepción planteada anteriormente, debe tenerse en cuenta que el contrato de seguro por definición legal tiene como elementos esenciales el interés asegurable, el riesgo asegurable, la prima o precio del seguro y la obligación condicional del asegurador, en ausencia de dichos elementos, el artículo 1045 del Código de Comercio dispone que el contrato no producirá efecto alguno. Sobre el elemento esencial del riesgo en el contrato de seguro, la doctrina especializada ha comentado lo siguiente:

“El riesgo por expreso reconocimiento legislativo en Colombia, es uno de los elementos esenciales del contrato de seguro (C. de Co., art. 1045); sin vacilación, el de mayor prosapia o abolengo, por cuanto toda la operación del seguro, ora directa ora indirectamente, apunta hacia el riesgo, su ratio. Es, sin más calificativos, su bastión, su mástil, su columna vertebral o, si se prefiere, su ‘materia prima’, como gráficamente es denominada por un sector de la doctrina.
 
Nuestro estatuto entiende que el riesgo, examinado a través del prisma jurídico, por oposición al técnico, es “[…] el suceso incierto que no depende exclusivamente de la voluntad del tomador, asegurado o beneficiario” (C. de Co., art. 1054). (…) 

El riesgo (extracontractual y real, en estado asegurable), sin mayores pretensiones académicas -según lo precisamos en oportunidad anterior- es la posibilidad de un acontecimiento, de un suceso de posible realización tanto en el tiempo como en el espacio, al cual las partes intervinientes en el negocio asegurativo, merced a su inobjetable latencia, deciden dota, para el supuesto de su materialización, de eficacia jurídica, de fisonomía y relevancia patrimonial (riesgo asegurado, riesgo contractual, equivale a la expresión álea), Es pues el evento previsto -configurado o esculpido- por las partes contratantes.” (Énfasis añadido).

Teniendo en cuenta la definición doctrinal del riesgo como elemento esencial del contrato de seguro, se tiene que la póliza No. 435-74-994000009675 contempló únicamente los siguientes amparos:

[image: ]

Dichos amparos deben ser interpretados de conformidad con las exclusiones que se expusieron anteriormente:


[image: ]

[image: ]

Como se observa, si bien el amparo contratado fue Predios, Labores y Operaciones, se tiene que de ese amparo se excluyeron todos los riegos, en especial la muerte, causados directa o indirectamente por actos malintencionados de terceros, por lo que se puede concluir fácilmente la inexistencia de un amparo frente a los hechos en los que murió el estudiante Jhon Deivi Aponza Ramírez (q.e.p.d.) y, por ende, la inexigibilidad de la obligación condicional a cargo de la Aseguradora Solidaria de Colombia Entidad Cooperativa, en tanto no se configuró ninguno de los riesgos asegurados.

.- EN LA PÓLIZA UNICAMENTE SE AMAPARARO PERJUICIOS MATERIALES.

En el hipotético y remoto caso que el despacho decidiera afectar la póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual No. 435-74-994000009675 debe tenerse en cuenta que la misma únicamente amparó perjuicios materiales:

[image: ]

En ese sentido, y sin que lo anterior constituya aceptación de responsabilidad de ningún tipo, en el hipotético y poco probable caso de que se encuentre responsable a la entidad territorial demandada, la compañía aseguradora no debe asumir las eventuales condenas que se produzcan frente a los perjuicios inmateriales reclamados como lo son los morales y el daño a la salud.

.- PACTO DE DEDUCIBLE:

La profesora María Cristina Isaza Posse refiriéndose a la jurisprudencia arbitral y a la doctrina nacional, define el concepto de deducible en el contrato de seguro de la siguiente forma:

“La jurisprudencia arbitral colombiana se ha referido al deducible de la siguiente manera:[footnoteRef:34] [34:  Laudo Arbitral. Colpensiones contra AXA Colpatria Seguros S.A. Diciembre 22 de 2020. Árbitros: Arturo Solarte Rodríguez; Juan Carlos Esguerra Portocarrero; Alejandro Venegas Franco.  ] 


3.5.3. El deducible en el contrato de seguro 

El artículo 1079 del Código de Comercio establece que “el asegurador no estará obligado a responder sino hasta concurrencia de la suma asegurada, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1074”. De allí se desprende que, en primer lugar, la responsabilidad del asegurador está limitada, cuantitativamente, al monto de la suma asegurada. Sin embargo, en ejercicio de la autonomía privada, también es posible pactar que el asegurado asuma un porcentaje o una cuota del riesgo que pretende trasladar a la aseguradora. Las convenciones en ese sentido se denominan “deducible” y se encuentran definidas en el artículo 1103 del Código de Comercio como las “cláusulas según las cuales el asegurado debe soportar una cuota en el riesgo o en la pérdida, o afrontar la primera parte del daño”. Se trata, entonces, de la participación del asegurado en la asunción de los efectos patrimoniales del siniestro, que puede pactarse como una suma fija o como un porcentaje del valor asegurado. Como su nombre lo indica tal importe será “deducido” de la suma que la aseguradora debe reconocerle al asegurado, puesto que está a cargo de este último.

La doctrina ha definido el deducible como “la primera parte de la pérdida que el asegurado asume sobre el monto indemnizable de un siniestro. Puede consistir en una suma fija o en un porcentaje del quantum de la indemnización o en una combinación de ambos”.[footnoteRef:35] En este sentido opera como un mecanismo para compartir los riesgos entre la aseguradora y el asegurado, quien deberá soportar una porción de la pérdida. En consecuencia, en cada caso habrá que analizar el pacto de las partes para determinar el valor efectivo que la aseguradora debe pagar, luego de aplicar el deducible correspondiente”.[footnoteRef:36] [35:  Narváez Bonnet, Jorge Eduardo. El contrato de seguro en el sector financiero. Tercera edición. Bogotá: Ed. Grupo Editorial Ibáñez, 2014, p.373  ]  [36:  Isaza Posse, M. C. (2021). El deducible en el seguro de responsabilidad civil en Colombia. Revista Ibero-Latinoamericana De Seguros, 30(54). https://doi.org/10.11144/Javeriana.ris54.dsrc  ] 


Para el caso en concreto, se tiene que la póliza No. 435-74-994000009675 contemple los siguientes deducibles:

[image: ]

Por ello, y en el hipotético y poco probable evento de que se emita sentencia condenatoria, se le solicita respetuosamente al despacho aplicar el deducible pactado, declarando que el asegurado tiene que soportar las consecuencias económicas del siniestro en los porcentajes previamente mencionados.

.- DISPONIBILIDAD DEL VALOR ASEGURADO.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 1111 Código de Comercio el valor asegurado se reducirá conforme a los siniestros presentados y a los pagos realizados por la Aseguradora, por tanto, a medida que se presenten más reclamaciones por personas con igual o mayor derecho y respecto a los mismo hechos dicho valor se disminuirá en esos importes, siendo que en el evento que para la fecha de la sentencia se ha agotado totalmente el valor asegurado no habrá lugar a cobertura alguna.

.- GENÉRICA Y OTRAS:

Solicito declarar cualquier otra excepción que resulte probada en el curso del proceso ya sea frente a la demanda o incluso ante el llamamiento en garantía, incluida la de prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro.

En ese orden de ideas, solicito declarar probado el medio exceptivo propuesto.

CAPÍTULO IV

I. SOLICITUDES.

Así las cosas, reiteramos nuestros argumentos presentados en la contestación de la demanda y el llamamiento en garantía y conforme se precisó en esta instancia procesal, por tanto,

PRIMERA.- En garantía a nuestro asegurado, solicitamos al Honorable Despacho, se sirva denegar la totalidad de las pretensiones de la demanda ante la ausencia de los elementos axiológicos de la responsabilidad del Estado.

SEGUNDA.- Acceder a las excepciones de mérito propuestas por mi representada y aquellas que  inclusive el Despacho logré encontrar fundadas de los hechos probados en este juicio.

TERCERA.- De manera subsidiaria, en el remoto e hipotético caso que se considerara acceder a las pretensiones de la demanda en contra del Municipio de Popayán, se tengan en cuenta las condiciones particulares y generales de la póliza, relativas a la modalidad de cobertura temporal, disponibilidad del valor asegurado, sublímites para daños extrapatrimoniales, deducible y exclusiones pactadas.

CAPITULO V
[bookmark: _Hlk25142768]NOTIFICACIONES

La parte convocante, en el lugar indicado en el escrito de Llamamiento en Garantía. 

La suscrita en la Avenida 6A Bis N° 35N-100, Centro Empresarial Chipichape, Oficina 212, de la ciudad de Cali, o en la Secretaría de su Despacho. Dirección electrónica: notificaciones@gha.com.co 
[image: ]
Cordialmente,


GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA
C.C. 19.395.114 de Bogotá
T.P. 39.116 del C. S. de la J.
[image: ][image: ]Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, Centro Empresarial Chipichape
+57 315 577 6200 - 602-6594075
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69
+57 3173795688 - 601-7616436
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RESPUESTA A INTERCONSULTA: ESPECIALIDAD:CUIDADO DEL PACIENTE EN ESTADO CRITICO - PEDIATRIA

Andlisis Subjetivo: & W )_A
LLego a servicio de urgencias pediatria encuentra que el paciente ha entrado en paro cardiorespiralorio, ayudo a manejar
dispositivo de ventiacion a presion positiva, y se evidencia salida de abundantes restos alimentarios y le indico que inicien goteo
de sangre que llego del banco de sangre, coninia el pedialra del servicio maniobras de reanimacion con adrenalina, bolos de
soluciones, y cuando se completan 25 minutos de reanimacion sin oblener frecuencia cardiaca ni signos vitales, con pupiias
‘midriaticas fijas, deciaran fallecido el paciente y Gierro la interconsuita.

4 A 4

LLego a servicio de urgencias pediatria encuentro que el paciente ha entrado en paro cardiorespiralorio, ayudo a manejar
dispositivo de ventiacion a presion positiva, y se evidencia salida e abundantes restos alimentarios y le indico que inicien goteo
de sangre que llego del banco de sangre, coninia el pedialra del servicio maniobras de reanimacion con adrenalina, bolos de
soluciones, y cuando se completan 25 minutos de reanimacion sin oblener frecuencia cardiaca ni signos vitales, con pupiias
midriaticas fijas, deciaran fallecido el paciente y cierro la interconsuita.

DETALLE RESPUESTA:

m N
LLego a servicio de urgencias pediatria encuentro que el paciente ha entrado en paro cardiorespiratorio, ayudo a manejar dispositivo de ventilacion a
presion positiva, y se evidencia salida de abundantes restos alimentarios y le indico que inicien goteo de sangre que llego del banco de sangre,
contintia el pediatra del servicio maniobras de reanimacion con adrenalina, bolos de soluciones, y cuando se completan 25 minutos de reanimacion sin
obtener frecuencia cardiaca ni signos viales, con pupilas midriaiicas fijas, declaran fallecido el paciente y ciermo la interconsuta.
TRATAMIENT(

sugiero sea lamado CTI o fiscalia para levantamiento el cuerpo o I

Diagnéstico: X751 [LESION AUTOINFLIGIDA INTENCIONALMENTE POR MATERIAL EXPLOSIVG: INSTITUCION
RESIDENCIAL

INDICACION MEDICA

‘manejo indicado por pediatra del servicio
sugiero llamado a fiscalia o CTI para levantamiento del cuerpo por ser una muerte violenta

JEIMMY CAROLINA CARRENO VALLEJO

Nombre reporte : HCRPHistoBase Pagina 172 Usuario: 1061715165
Fecha Actual : iueves, 10 marzo 2022
LICENCIADO A: [HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JOSE DE POPAYAN] NIT [891580002-5]

HISTORIA CLINICA
RESPUESTA A INTERCONSULTA

HosPITAL

10052, m.
28/08/2024
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VALORACION PEDIATRIA (NOTA RETROSPECTIVAY EVOLUTIVA- PACIENTE VALORADO Y MANEJADOEN
EMERGENCIA DESDE EL INGRESO, NOTA ELABORADAA ESTA HORA POR CONGESTION EN EL SERVICIO Y CODIGO
'AZUL PRESENTADO POR EL PACIENTE

EDAD 13ANOS, O/P POPAYAN - RURAL, INFORMACIGN DE MALA CALIDAD APORTADA POR LA PROFESORAY EL
MENOR

NC: "SE FIRIO EN UNAEXPLOSION -

EA PACIENTE QUIEN INGRESAALAS 12 DEL MEDIO DIA TRAIDO POR PROFESORA DE COLEGIO PACHA MAMA
UBICADO EN EL BARRIO CALICANTO Y PERSONAL DE BOMBEROS, RELATA LA PROFESORA QUE EL MENOR PIDE
PERMISO PARA IR AL BANO, POSTERIOR A ESTO ESCUCHAN EXPLOSION, ACUDEN A SITIO DE LAMISMAY
ENCUENTRAN AL MENOR CON HERIDAA NIVEL DE MANO, ANTEBRAZO DERECHO Y POR PERDIGONANIVELDE
CUADRANTE SUPERIOR DERECHO DEL ABDONIEN. ELMENOR RELATA QUE ENCONTRO “UNATRAMPA PARARATAS]
LACOGIOY ESTAEXPLOTG EN SUS MANOS| AL INGRESO HIPERTENSO, TAQUICARDICO, CON FRIALDAD Y PALIDEZ -
DISTAL, SIN ALTERACIONES CARDIOPULMONARES (RUIDOS CARDIACOS RITMICOS, SIN SOPLOS, AUSCULTACION
PULMONAR SIMETRICA, SIN RUIDOS SOBREAGREGADOS NI MATIDEZ O HIPERRESONANCIA), SE OBSERVAN
HERIDAS CIRCULARES PEQUERAS ANIVEL DE HIPOCONDRIO Y FLANCO #6, UNA DE ELLAS CON PERDIGON
INCRUSTRADO, SIN SANGRADO ACTIVO. NO HAY DISTENSION ABDOMINAL, NO REFIERE DOLOR ABDOMINAL NI SE
ENCUENTRAN SIGNOS DE IRRITACION PERITONEAL- ADEMAS PRESENTA HERIDA COMPLEJA ANIVEL DE MANO
DERECHAY ANTEBRAZO CON EXPOSICIGN TENDINOSA PERD SIN SANGRADO ACTIVO. SE OBTIENEN 2 ACCESOS
PERIFERICOS, SE PASAN 1000 CC DE HARTMAN, SE INDICA COBERTURA ANTIBIOTICA CON CLINDAMICINA Y
‘GENTAMICINAEV Y SE COLOCA TETANOL IM, ADEMAS ANALGESIA CON DIPIRONA. SE SOLICITAURGENTA
HEMOGRAMA, ELECTROLITOS, FUNCION RENAL, HEPATICA, AMILASA, RX DE TORAX NORMAL, ECOGRAFIA|
'ABDOMINAL TOTAL QUE MUESTRA ESTUDIO POSITIVO PARA LIQUIDD LIBRE EN CAVIDAD PERITONEAL, VOLUMEN
'APROXIMADO DE 700 CC, IMAGEN SOSPECHOSA DE NEUMOPERITONEO EILEQ REFLEJO, SE INDICA TRANSFUNDIR
UNA UNIDAD DE GLOBULOS ROJOS Y SE INFORMA INMEDIATAMENTE A CIRUJANO PEDIATRA DE TURNO DR PALTA.
SE SOLICITA ADEMAS POR POCA CLARIDAD EN ETIOLOGIA DEL EVENTO CONCEPTO DE TRABAJO SOCIAL
MANTIENE TAQUICARDIA EN DESCENSO, CONCIENTE, CON TENSION ARTERIAL SISTOLICA POR ENCIA DE 90. ALAS
14 HORAS PRESENTA DE FORMA SUBITA EPISODIO EMETICO CON CONTENIDO ALIMENTARIO ABUNDANTE Y PARO
CARDIORESPIRATORIO CON RITMO DE ASISTOLIA, SE INICIAN MANIGERAS DE REANIMACION CARDIOPULMONAR
CON MASAJE CARDIACO Y VENTILACION A PRESIGN POSITIVADURANTE 25 MINUTOS, SE COLOCAN 5 DOSIS DE
'ADRENALINA DE 1 MG CADA 3 MINUTOS, SE PASAN 1000 CC DE HARTMAN EN BOLO, AL REALIZAR MANIOBRA PARA
INTUBACION OROTRAQUEAL NO ES POSIBLE VISUALIZAR FACILMENTE LA VIA AEREA YA QUE HAY CONTENIDO
‘GASTRICO ABUNDANTE, SE COLOCA TOTNUMERO 7 FLIADO A 22 CM, PERO HAY VENTILACIGN DIIFICULTOSA
POSTERIOR A25 MINUTOS DE REANIMACION CARDIOPULMONAR SIN OBTENER RITMO CARDIACO, OBSERVANDO
'ADEMAS PUPILAS MIDRIATICAS NO REACTIVAS, SE DETIENEN MANIOBRAS Y SE DECLARA AL PACIENTE FALLECIDO.
'AL'SER UNA MUERTE VIOLENTA SE INFORMAA POLICIA Y CTI, SE DIRECCIONA CUERPO ALAMORGUE Y
POSTERIORMENTE AMEDICINA LEGAL. SE CONSIDERATRAUMA DE ABDOMEN PENETRANTE, CON TRAUMAEN
MANO Y ANTEBRAZO, CHOQUE HIPOVOLEMICO SECUNDARIO ASOCIADO A BRONCOASPIRACION

SE INFORMAA LAMADRE, SEACTIVA CODIGO LILA, SE PERMITE INGRESO DE TIAS Y OTROS FAMILIARES, SE BRINDA
APOYO Y ASISTENCIA.

SE REVISAN PARACLINICOS QUE MUESTRAN:
“GASES VENOSOS CONACIDOSIS METABOLICA, HIPERBILIRRUBINEMIAA EXPENSAS DE INDIRECTA, OTRAS
PRUEBAS HEPATICAS NORMALES, CREATININAELEVADA EN 1.16, BUN NORMAL, HIPERFOSFATEMIADE 9.4, SIN
OTRAS ALTERACIGNES ELECTROLITICAS SIGNIFICATIVAS. HEMOGRAMA NORMAL, CON VALOR DE HB EN 129 GIDL.
AMILASANORMALEN 126

REVISAR NOTA EN ANALISIS SUBJETIVO
159 279,4 mm
W
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bcumental de notas se extraen algunos aspectos que permiten cimentar los
§men de la imputacion a las demandadas, en especial al Municipio de
L apreciarse del siguiente diagnostico:

atapara evantaiento e uerpo

LESONAUTONF/GOR TENGOEN E POR RATERATERELGSIG, WSTITUCoN
RESIDENCIAL

hospital sefiala como posible causa una lesion autainfligida, lo que permite
culpa exclusiva de la victima, quien pese a su edad, ya era medianamente
tos y lastimosamente se expuso a un riesgo al tomar supuestamente un
n su colegi6 y fue el que le exploté en su mano,

n radicado No. 19.698-60-00633-2019-00311:

Lcionadas al expediente de notas, permiten realizar un andlisis respecto de
L se desarrollaron los hechos del 26 de marzo de 2019 y subsiguientes en o
Lstigacion del punible de feminicidio, la preclusion de la misma y su archivo,
Inte cimenta nuestra hipdtesis de la eximente e responsabilidad del hecho
hnte de un tercero ajeno a la UNP, por no encontrarse en ejercicio de sus
o de los sucesos, actuando sobre los mismos de manera personal e
Lsiva.

tro que se evidencia es que entre la occisa, sefiora VELASCO TALAGA, y el
tn efecto existid una relacion afectiva que para el momento de los hechos
tblemas sentimentales, como la propia sefiora DEISY VELASCO, en calidad
ima mortal, lo relato al investigador de Ia Policia Nacional KEVIN RENGIFO,
8. del 26 de marzo de 2019, visible a folios 83 y 84 del indice 43 del
jue permite colegir y como se ha sostenido, que el crimen se causd por
Inas al servicio de la UNP, pues la motivacion devino de una orbita pasional
tuvo injerencia alguna.

ta dar mayor sustento a la hipétesis que se viene presentando, se tiene que

e

Listado_ Correos
Proces... Procuradur.

O Buscar

Pagina: 4 de 24 | Palabras: 11338 | B Espariol (Colombia

O

00rzma )




image3.png
B 11ContestacionHospitalSanlose.pdf - Adobe Acrobat Reader (64-bit)

Archivo

Edicion. Ver _Firmar.

fo}

Herramientas.

Ventana  Ayuda

40Acta. Correo: 54Acta. Correo:

&8 Q00 == KOO O w

Buscar

v
RESPUESTA A INTERCONSULTA: ESPECIALIDAD:TRABAJO SOCIAL

Analisis Subjetivo: V o y

Paciente interconsutado por ser victima de artefacto expiosivo

Andlisis Objetivo: L S N
Sin datos claros que llevan al paciente a ser ingresado po 1os bomberos y 1a Poica luego de manipular artefacto explosivo en
Su escuela, sin mayores dalos, el pa ciente no esta en condiciones de ser enlrevistado por su condicion cinica. Es importanie
que el paciente sea valorado por PSIcO0giaim.

DETALLE RESPUESTA:

A}
Paciente en edad adolescente 13 afios, oriundo de Ia ciudad de Popayan barfo recuerdo s, pertenece a una estructura familiar extensa compuesta
por su progenitora una adulta joven, su abuela, su hermana de 3 afios, su padrastro rabaja en Ia ciudad de Bogots, Ia progenitora trabaja en un
restaurante famillar y el paciente e el encargado de recoger del colegio al hermano nientras su madre lega, esta escolarizado en la escuela
‘Wawakari Pachia Mama, ubicada en la vereda Calicanto donde cursa 5 grado, no hay claridad en los hechos el menor solicta permiso para i al bafio la
profestoa Mabel Narvaez quien no le nota nada raro y le concede el permiso a 10s pocos minutos escuchan una explosion y encuentran al menor
‘sangrando en el piso, llaman la policia y a 1os bomberos, en la revision méica le encuenlran heridas con perdigones elementos utizadados para
‘armas hechizas segin refiere el investigador que se encontraba en el servicio, sin embrago no hay ciaridad en l0s hechos, la madre ingresa al servicio
Iiego de ser avisada asume el acompariamiento luego de superar Ia crisis de ver a su hilos, queda pendiente valorar e invesitgar cone | menor para
remitir al ICBF y entidades pertinentes de acuerdo a lo que se'identiiue, es importante que el menor sea valorado por Psicologia. en la entrevista con
Ia profesora describe al menor como un estudiante fegular, Que acata la norma y la autoridad.
TRATAMIENTO:

Consulta Familiar: Se realiza intervencion con la tia del menor quien niega consumo de sustancias psicoactivas o que menor pertenezca a una pandila,
al contrario asiste a clases de miisica y a una escuela de iitbol, con la madre se realiza intervecion a quien se le orienta la importanica que tiene el
‘acompafiamiento familiar, ademas ella como representante legal es quien debe dar la informacion del menor y firmar los consentimiento informados.

‘Seguimiento de TS: se esta pendiente de Ia evoucion del paciente para recibir la version de los hechos y poder remiti al ICBF: Asistencia
intrahospitalaria

Diagnéstico: 2609 PPROBLEMA NO ESPECIFICADO RELACIONADO CON EL AMBIENTE SOCIAL
INDICACION MEDICA

SOLICITUD DE EXAMENES
CONSULTA FAMILIAR SESION

Nombre reporte : HCRPHistoBase Pagia 172 Usuario: 1061715165
Fecha Actual : jueves, 10 marzo 2022

: [HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JOSE DE POPAYAN] NIT [891580002-5]

HISTORIA CLINICA
RESPUESTA A INTERCONSULTA

10312 m.
28/08/2024
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3. Laceracion de misculos y tendones. S
4_Fractura de carpo. (0}

ESTA HERIDA SE CORRESPONDE CON LESION PRODUCIDA POR EL PISTON DE
POTENCIA COMPLETO

*** SEIS (6)HERIDAS POR PERDIGONES DE ARMA DE FUEGO CARGA MULTIPLE EN
ABDOMEN con

1. Laceracion hepatica y de asas intestinales.

2 Laceracion de vena cava inferior.

3. Hemo peritoneo 2500 cc.

ANALISIS Y OPINION PERICIAL
ntificado en forma fehaciente por cotejo dactilar; que

inicialmente mano y antebrazo. lines) penetran a cavidad abdominal
y producen laceracion de vena cava superior con hemoperitoneo que le causan la muerte.

CARLOS VICENTE ZURIGA VARGAS
Médico Forense

INFORME PERICIAL DE NECROPSIA N°. 2020010119001000115

C]
Causa basica de muerte. LACERACION DE VENA CAVA INFERIOR PRODUCIDA POR (£
PROYECTILES DE ARMA DE FUEGO DE CARGA MULTIPLES.

s

Manera de muerte: VIOLENTA. Modalidad a determinar por la autoridad.- L

EXAMEN EXTERIOR b

DESCRIPCION GENERAL DEL CADAVER: Hombre aduto(a), de Contextura - Rigidez completa
ATLETICA que viene embalado en bolsa plastica blanca debidamente rotuiada. De aspecto i)
cuidado, con heridas por proyecties de arma de fuego de carga miiltiple en mano derecha y en C]

térax anterior. Se encuentra sin ropas.
DESCRIPCION DE PRENDAS DE VESTIR %
[Prenda T Waterial [ Color | Tala [ Warca [ Observaciones |

E

SINTETIC| BLANCO | ND. ND ND

DESCRIPCION DE ACCESORIOS DE USO PERSONAL
[Accesorio T Color [ Obsevaciones |

NINGUNO NOTRAE [SIN INFORMACION
ACCESORIO|
s

DESCRIPCION DE FENOMENOS CADAVERICOS: Frio a la palpacién a las 9 y 50 horas.
Rigidez completa generalizada. Livideces escasa de color violaceo que no desaparecen a la

resion.
BATOS ANTROPOMETRICOS: Talla: 164 cm. Peso: 65.0-70.0 kg. Ancestro racial negro

AR Buscar |0 O mE = 6|0 B ASw ) w B g
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1. Laceracion hepatica y de asas intestinales. 2

2 Laceracion de vena cava inferior. Q
3. Hemo peritoneo 2500 cc.

ANALISIS Y OPINION PERICIAL
Adolescente de aspecto cuidado; identificado en forma fehaciente por cotejo dactilar; que
presenta una (1) herida por proyectil de arma de fuego de carga maltple, Ia cual compromete
inicialmente mano y antebrazo derechos; los perdigones (balines) penetran a cavidad abdominal
y producen laceracién de vena cava superior con hemopertoneo que le causan Ia muerte.

CARLOS VICENTE ZURIGA VARGAS
Médico Forense

INFORME PERICIAL DE NECROPSIA N°. 2020010119001000115

Causa bisica de muerte. LACERACION DE VENA CAVA INFERIOR PRODUCIDA POR
UEGO DE CARGA MULTIPLES

Manera de muerte: VIOLENTA. Modalidad a determinar por la autoridad.-

DESCRIPCION GENERAL DEL CADAVER: Hombre aduto(a), de Contextura - Rigidez completa

ATLETICA que viene embalado en bolsa plastica blanca debidamente rotuiada. De aspecto

cuidado, con heridas por proyecties de arma de fuego de carga miiltiple en mano derecha y en b
térax anterior. Se encuentra sin ropas.

DESCRIPCION DE PRENDAS DE VESTIR 4

[Prenda | Wateial | Color | Tala | Maca | Observaciones |

PARAL | SINTETIC| BLANCO |  ND. ND ND

S e O [

DESCRIPCION DE ACCESORIOS DE USO PERSONAL

[Accesorio T Color [ Obsevaciones | %
NINGUNO NOTRAE [SIN INFORMACION
ACCESORIO|
s

v
EXAMEN EXTERIOR ‘B
23

DESCRIPCION DE FENOMENOS CADAVERICOS: Frio a la palpacién a las 9 y 50 horas.

Rigidez completa generalizada. Livideces escasa de color violaceo que no desaparecen a la
resion

BATOS ANTROPOMETRICOS: Talla: 164 cm. Peso: 65.0-70.0 kg. Ancestro racial negro.

Contextura atiética.

DESCRIPCION DE SENALES PARTICULARES
Sefel Partar

CICATRIZ CARA INTERNADEL _[Hipocromica longitudinal de 9 x 0.4 cm.
MUSLO DERECHO I»

.- = 10:36 . m..
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vintutado:por ef contratista, no puede ser superior 3108 Valares autorizados por el Gobierno Na-. .
cional:a fravés derlos diferentes Decretos que establecen las asignaciones salariales.v).Los ser- . EXNEETHER SNENANEN TR KN TNRFFUNRE INEF TN RFCINRF - INRF (]

* vicfos confratados estén anéntados a la promocion & implementacion deestrategias de desarrallo firarla, lo que a su vez también deriva en Ia culpa exclusiva de la victima, quien
pedagégico y el apoyo pedagtgico.y.administrativo para el desarrollo del PE! o PEC, dentro dl | 2 su edad estaba en condicion de conocer los riesgos de manipular un arma
marco constitucional, Jegal y los eglamentos vigentes, en aplicacion y respety delderecho de | 1o que exime de responsabilidad a las demandadas.
libertad religiosa y de cultos, se offecerd educacién religiosade aciierdo a:las:Creencias, usos.y
eosfumbres, si pefiicio del derecho de fos estudiantes.a no ser obligados 2 recibiria, Sif dar
lugar  ringiin'tipo e discrininaciciuw), Cumpli con todo o establecido en fa fey 115 ds 1994;

los Decretos No-2500.de 2010 1075 de 2015, 1851 e 2015.y demds nomas que regulén fa mz.
tors. OBLIGACIONES GENERALES DEL CONTRATISTA! &) Golbararén son Jab enfidsies. B e e e e
shiratantes en 1o que Sed necesari, para que el abjeto cantratado se cumpla y.que.&ste seé de - e o O o T toacitm gl Sorvicis Dotien
la.mefor.calidad; actarén las ordenss g duténts ] desarillo del contrato elias les mpartan’y, gue el objlo clrcunsaftio a Garaniiza P o
de-mansra general, obrarén con lealtad y buena fe enlas distintas stapas cantactiales, evands D o o o ios eoguardos de Pobiazln y Quintana de
las dilatiories ¥ entrabaniientos que ‘pudieran;presentarse,. b).Garantizarén la catidad de’I6s bie- H plecido en fé] Decle?u 2500 de 2010", deriva consigo las obligaciones frente al
nies y sefviclos contratados'y fesponderdn por elfo, ¢):No accederri a peficianes o.amehazas de- ' jas en la clausula séptima, que se relacionan
“quienes actien porfuera de kley cor ¢! fin dg. oblgarips & hacery omiti-algln acio o hecha,
Cuando'$s presenten fales peticiones o amenazas, los. contratistas. deberdin Informar fmediata.
mienle dé:sil Gctitencia a la entidad coniratante y @ as démas autoridades compefentes para que )
ellas aidopten Ias medidas y coirectivos. que fueren nacesarios. EI incumpliniento de esta obliga- no se avizora que entre los deberes frente al servicio de educacion, por el
cién'y la celebracién de.los pactos o acuerdss pohibidos, dar lugara ja-declaratoria de-cadiici - Lientre aquel de brindar seguridad al establecimiento educativo, de ahi que
" dad del-contrafo:SEPTIMA, DE LAS OBLIGACIONES DEL MUNICIPIC > Adicionalmenta & fas- : bche del demandante sobre este aspecto frente al Muricipio no tenga vocacion
obligaciongs propias de 1a esencla y naiuraleza de este fipo ds Contrats, EL MUNIGIPIO se obl-
ga @ las siguientes: . Pagar 6] servicio efectivamente prestado, b, Sumiristrar Ia infomacién que
‘previamente requiera E1 (LAY CONTRATISTA en felacién con el abjelo del presents.contrato, .
Exigir a EL (LA) CONTRATISTA Ja eleciicion idb5ea y oportuna de las obligaciones de! presents"
conirato. &, Estalecer y desarrollar los mecanisiios e:seguimientoy contral el presente con- relacionadas al expediente de notas, permiten realizar un andlisis respecto de
g?ef;,eglm:: f.eﬁﬁzr:r Ila evnalua;cizg d:l Senvi :Jedu,ca /o presiado po’rEe'E G""— ‘e‘ RA’;';‘;'\;dﬂi que se desarrollaron los hechos del 26 de marzo de 2019 y subsiguientes en lo
. r oportunamerte las-novedades de personal que se requieran para la efclente prestacidn del s 6
servico £, Cumply oon s damrte SolacionGe SoTRISdSs 61 el SHeuls & Ho o Loy SObS e s : il it LA A
e.1984,Jos Decretos No 2500 de 2010 1075de 2015, 1851 de 2016 y demés normas gue regulen 1 prente cimenta nuesta hipStesis de la eximente de resp d
‘materia, DETAVA VALOR. Y FORMA DE PAGO. EJ yalor del pressnter sentrate. ex ot comig ~ * hinante de un tercero ajeno a la UNP, por no encontrarse en ejercicio de sus
de NOVECIENTOS SEIS MILLONES CUATROCIENTOS WL PESOS (6937.000.000,00) WIGTE og hento de los sucesos, actuando sobre los mismos de manera personal e
“cuales sa.cancelarén de la siguiente maners Un pago aniicipada del 10% del valor el contrato, 2 pasiva
equivileite @ & suma de NOVENTA Y TRES MILLONES SETEGIENTOS WIL PESOS
($93.700,000,00) MICTE; und vez susorita el acte.Ce Inicio; previo-! cumplimisnto de (g5 réquisfios
de perfeccionamiiento y elecucion del contrald CUATRO (4) actas de'paga parcial e 166 meseside 7. en efecto existi6 una relacion afectiva que para el momento de los hechos
ABRIL, JUNIO, AGOSTG, OCTUBRE de: 2020 por un valor de  CIENTO SESENTA Y OCHO Mie problemas sentimentales, como la propia sefiora DEISY VELASCO, en calidad
LLONES SEISCIENTOS SESENTA MIL. PESOS . ($168.660.000,00) M/CTE. ‘Y Una tlfima acta'de Jictima mortal, o relato al investigador de la Policia Nacional KEVIN RENGIFO,
Peigo.a.la finaizacisn def onlralo, cofrespondierte 2l mes: ds DICIEMBRE "DE 2020, por valor de 1114, del 26 de marzo de 2019, visible a folios 83 y B4 del indice 43 del
-CIENTO  SESENTA. Y 'OCHG. MILLONES SEISCIENTOS SESENTA MIL PESOS L. que permite colegir y como se ha sostenido, que el crimen se caus por
(5158.660.000,00) B/GTE. que Ineluyé'fpos 165 Eostos directos'e indirectos qus conlleve 5 efo P 1UNP. pues la motivacion devin do una orbta pasional
-GUson. Caa ln iy od cosos dreios e nrectes du ponlovs e oo ey 81 efe L senas al senvicio de la UNP, pues la motivacién devino de una drbita p

pagard previa presentacion del inforimie de.actividades, cuenta-de cobrb.y/c facting respéctis, cons. } no tuvo injerencia alguna.
tancla de’ recibo-arsatisfaccion del Servicio SUsEfita por el i
que se encuentra al dia ef

fo. 2020-180.000073-7, celebrado entre el Municipio de Popayén y el CRIC:

b con radicado No. 19.698.60-00633-2019.00311:

Fimero que se evidencia es que entre la occisa, sefora VELASCO TALAGA, y el

11.622.| B Espanol Colombia) |

= 217p.m.
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Informe Pericial No.

DE LOS RESULTADOS:

las caracteristicas generales d
19001000115; allegadas para_estudio, se_establ

s con artefacto de construccion de manera artesanal

e las esferas correspondiente al Informe Pericial de

INTERPRETACION
lece que las mismas pudieron

De acuerdo con k
Necropsia No. 20200101
hacer parte de cargas inicia

las esferas recuperadas en el cuerpo da JHON DEWI

Segun las caracteristicas

APONZA RAMIREZ, se establece aue. ‘dado el dismetro y masa, las mismas no formaron parte

del conjunto  de cartucheria convencional de carga maltiple;  Igualmente  pudieron  ser
efacto traumatico o en su defecto compilado en un cartucho de fabricacion

expulsadas por arnt
artesanal para carga multiple.

CONCLUSIONES:
generales de

REFERENCIAS BIBLIOGRAFICAS:
ada, José Guillermo Hincapié 2.

Balistica Fundamental y Avanz ¢
Lopez y Allonso Orea Maestro, Merino. Edior. Balistica Técnica y F

characteristics (GRC)-

Cartucheria Espafola, Angel Malina
orense, Cibrian Vidrio. General rfifling

(OBSERVACIONES:
Los resultados obtenidos se relacionan nicamente con los EMP analizados.

Se toman dos (2) imagenes digitalizadas,
Insituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias For

las cuales se almacenan en los archivos de fotografia del
renses, Regional Suroccidente.

INSTRUMENTOS UTILIZADOS:
- Balanza, Marca: METTLER TOLEDO PL-202-S, Modelo: PL-202-S, Serial: 1122482795

_ Pie de Rey, Marca: Mitutoyo, Serial: 04562773

“Elos) instrumentols) relacionado(s) anteriomente e _ encuentra(n) dentro de un programa de
mantenimiento con fecha vigente durante la realizacién del(los) analisis ' -

CERTIFICACION DE CADENA DE CUSTODIA:

La(s) muestra(s) analizada(s) ha(n) permanecido
de Medicina Legal y Ciencias Forenses desde su recepcion ylo recoleccin.

bajo cadena de custodia por parte del Instituto Nacional
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Opinion Pencial Adolescente de aspecto cudada, denificado en lorma fehaciente por colejo dactiar. que
oraganta una (1) henda por proyectl de aima de fuego de carga miliple, 1a cual compromele inciaimente
D no.y antabrazo derechos, los perdigones (balnes) penelran a cavidad abdominal y producen laceracitn
o vena cava superior con hemopentoneo que le causan la muerle

fstra hipotesis de la eximente de responsabilidad del hecho
ercero zjenc al Municipio, por o encontrarse en ejercicio de sus
sucesos, actuando sobre los mismos de manera personal e
o notoria la mala intencion del agente no identificado en generar

Causa basica de muerte LACERACION DE VENA CAVA INFERIOR PRODUCIDA POR PROYECTILES
DE ARMA DE FUEGO DE CARGA MULTIPLES.

ctesminar por s aulondad

fanera e muerte VIOLENTA tModaidad a )
. e e evidencia es un informe de balistica forense, el cual tuvo por

yectiles, que arojo como conclusién Ia siguiente:

Jlado o un eartucho de fabricacidn

DISCUSION

rens 25-2020 que reporta en la conclusidn: Segun Ias
Se envia informe pericial de balistica forense No 3:

earactersiicas generales de las esieras recuperadas se establece que daca el diametro y masa. las
aiemaa n formaron parte del conunio de carlucheria convencional de carga multiples. Igualmente
Duhieron ser expulsacas por arelacta traumatico o 2n su defecto comailado en un cartucho d e fabricacion

anesanal para carga mulliple

auo, dado el

convencional
fco o an su dotocto compl

CONCLUSION bngruente con lo relacionado con en Ia historia clinica del Hospita
de necropsia que consignan que los perdigones pudieron ser
Opinion Pericial. Adolescente de aspecto cuidado, identificado en forma fehaciente por cotejo dactilar; que

présanta una (1) herida por proyectilde arma de fuego de carga multiple. a cual compromele inicialmente
Fhano y aniebrazo derechos. o5 perdigones (balines) penetran a cavidad abdominal y producen faceracian

e en algunos apartes tanto de la historia clinica como del Formato
de vena cava superior con hemoperitoneo Gue le causan la mucrte.

Hel SPOA en referencia, se ha consignado que las lesiones se
por la docente Mabel Narvéez por un recipiente de vidio que el
016, asi como que el menor en sus débiles condiciones de salud
narifesté que lo que exploté fue una trampa para ratas, sin
consideraos informes periciales de necropsia balistica, méxime
fos del plenario se deja constancia de haberse encontrado en el
ftos de vidrio o piezas siquiera similares a las de una trampa para
b se traduce en que el proyectil haya sido disparado por ama

Causa basica de muerte L ACERACION DF VENA CAVA INFERIOR PRODUCIDA POR PROYECTILES
DE ARMA DE FUEGO DE CARGA MULTIPLES

Manera de muerte. VIOLENTA. Modaiidad a delerminar por a autoridad -

fado por ampliacin de informe pericial e necropsia, en el que se

or sustento ala hipétesis que se viene presentando, se tiene que
Ja.a indice 43 del cuademo principal del expediente digital, que el
| encontraba para el dia 26 de marzo de 2019, de permiso, y por

210297 mm

Listado  Correos
Proces... Procuradur,

1253 p.m.
28/08/2024

~ B ) P
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Caso
acceso

ODEBRECHT

Inicio » Participacién ciudadana » Consultas

Consultas

— Consulte el estado de su denuncia Servicio al ciudadano
o)

CONSULTE SU DENUNCIA Mend Atencion y Servicios a la Ciudadania

Puntos de Recepcion de Denuncias

Consulta de casos registrados en la base de datos del Sistema Penal Informes trimestrales sobre acceso a

Oral Acusatorio - SPOA [ |
informacin, quejas y reclamos
Despacho FISCALIA 0T SECCIONAL Nuestro directorio
Unidaa UNIDAD DE VIDA € INTEGRIDAD PERSONAL - DELITOS DOLOSOS Datos abiertos dela Fiscalia General de la Nacién
‘Seccional DIRECCION SECCIONAL DE CAUCA Formule y haga seguimiento a su PQRS
Fecha de asgnaciin 2Lz Fiscalia para nifios, nifas y adolescentes
Dirccion de Despacho ‘CALLE & CARRERA 10 PALACIO DE JUSTICIA Preguntas frecuentes
Tetétono el Despacho 5261491 EXT. 18- INT 20750 Glosario
Departamento cauca
Wuricpio PoPAYAN
s o 2

5 imprimic |

g
- =
5

+ Pago de Sentencias y Conciliaciones

+ Notificaciones por aviso cobro coactivo

1
28/08/2024
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Fecha de Recepcion: 12/MAR/2020
Hora: 15:00:00
Departamento: CAUCA
Municipio: POPAYAN

NUMERO UNICO DE NOTICIA CRIMINAL

Caso Noticia: 190016000602202000592 -l
Departamento: 19-CAUCA

Municipio: 001 - POPAYAN

Entidad Receptora: 60 - FISCALIA GENERAL DE LA NACION bobjeto del proceso se tiene que es el siguiente segin Formato
Unidad Receptora: 00602 - UNIDAD RECEPTORA URI POPAYAN

Afio: 2020

Consecutivo: 00592

jumentales en comento se concluye que el menor Aponz sufrié
iza, y aunque Ia investigacién penal no ha terminado, lo cierto es
h de un delito en modalidad dolosa, y es asf porque o se ha

TIPO DE NOTICIA

Tipo de Noticia: ACTOS URGENTES
Delito'Referent 229=HOMICIDIOART103 C:P1
Modo de operacion del delito:

Grado del delito: NINGUNO

Ley de Aplicabilidad: LEY 906

[dad Civil No. 8001481577 y Péliza de Seguro Multiriesgo —
rial No. 10591, Expedidas por Axa Colpatria Seguros S.A.

BIENES RELACIONADOS CON EL CASO

DATOS SOBRE LOS HECHOS

‘Se hace constar que el denunciante ha sido informado sobre: Ia obligacion legal que tiene toda persona mayor de 18 afios de denunciar cualquier
hecho que tenga conocimiento v que las autoridades deban investigar de 0ficio; de la exoneracion del deber de denunciar contra si mismo,
ontra su cényuge o compafero permanenete, pariente en 40. Grado de consanguinidad, de afinidad o civil, 0 hechos que haya conocido en el

215,0x 3556 mm

‘H
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7. LOS DAROS CAUSADOS FOR EL ASEGURADD O PERSONA ENCAGADA PO EL MEDIANTE L USO DE VEHIGULOS,
R CIoAD D PROPIETARIO, TENCDOR & FOSSEPOR CORNDE DIHS BARGS ESTEN AMPARIDOS B0
oA B ArouOmES

5105 DANOS OCASIONADOS POR PRODUGTOS FABRICADOS, ENTREGADOS O SUMINISTRADOS POR EL
ASEGURADO O BIEN FOR LOS TRABAIOS EJECUTADOS © FOR CUALQUIER OTRA CLASE DE SERVICIOS

Asequradora Solidaria
. deldonbia’

PRESTADOS. 51L0S DAROS SE PRODUJEREN DESPUES DE LA ENTREGA, DEL SUMINISTRO, DE LA EJECUGION DEL
TRABAIO O DE LA PRESTACION DEL SERVICIO. (RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL PRODUCTOS U
‘OPERACIONES TERMINADAS). N
MUERTE, ESIONES PERSONALES O DAROS MATERIALES CAUSADOS DIRECTA O INDIREGTAMENTE POR
'GUERRAS, INVASION, HUELGA, MOTINES, CONMOCION CIVIL. PERTURBAGION DEL ORDEN PUBLICO, GOACGION.
MANIFESTACIONES PUBLICAS, TUMULTOS, DECOMISO O DESTRUCCION DE BIENES POR PARTE DE LAS
AUTORIDADES, DISTURBIOS POLITICOS Y SABOTAJES CON EXPLOSIVOS O ACTIVIDADES GUERRILLERAS, ACTOS
MALINTENCIONADOS DE TERCEROS (AMIT) Y TERRORISNO.

10.LESIONES PERSONALES O DANOS MATERIALES CAUSADOS FOR OPERACIONES EN LAS QUE SE EMPLEEN
PROCESOS DE FUSION NUCLEAR DE MATERIALES RADIOACTIVOS.

11.LAS OBLIGACIONES A CARGO DEL ASEGURADO PROVENIENTES DE LA APLICACION DE LAS NORMAS DEL
'DERECHO LABORAL, ¥ AQUELLAS QUE SEAN A CONSECUENCIA DE RECLAMACIONES BASADAS EN EL ARTICULO
216 DEL CODIGO SUSTANTIVO DEL TRABALO.

12.RESPONSABILIDAD CIVIL PROFESIONAL.

13.DANOS CAUSADOS POR DESLEAMIENTOS DE TIERRAS, FALLAS GEOLOGICAS. ASENTAMENTOS YIO
HUNDIMIENTOS. CAMBIOS EN LOS NIVELES DE TEMPERATURA O AGUA. INCONSISTENGIA DEL SUELO O
'SUBSUELO, LLUVIAS, INUNDACIONES, O CUALQUIER OTRA PERTURBACION ATMOSFERICA O DE LA NATURALEZA,
INCLUYENDO TERREMOTO, TEMBLOR ¥ ERUPCION VOLCANICA. S| COMO LA POLUCION Y CONTAMINACION
PRODUCIDAS DE MANERA GRADUAL Y/O PAULATINA.

14.LA RESPONSABILIDAD QUE PUEDA RECLAMARSE ENTRE ASEGURADOS DE LA MISMA POLIZA.

16.LESIONES PRODUCIDAS POR EL CONTAGIO DE UNA ENFERMEDAD PADECIDA POR EL ASEGURADO. AS| COMO LOS
'DANOS DE GUALGUIER NATURALEZA CAUSADOS POR ENFERMEDADES DE ANIMALES PERTENECIENTES AL
ASEGURADO VENDIDOS O SUMINISTRADOS POR EL MISMO; IGUALMENTE, QUEDAN, EXCLUIDOS LOS DAROS
'GENETICOS OCASIONADOS A PERSONAS O ANIMALES.

16.DANOS ORIGINADOS POR CONTAMINACION U OTRAS VARIACIONES PERJUDICIALES DEL AGUA, AIRE. SUELO,
SUBSUELO O BIEN POR RUIDOS QUE NO SEAN CONSECUENCIA DE UN ACONTECIMIENTO ACCIDENTAL,
'REPENTINO O INPREVISTO.

17.MULTAS Y CUALQUIER CLASE DE ACCIONES O SANCIONES PENALES Y POLICIVAS.

18DANOS A CAUSA DE LA INOBSERVANCIA DE DISPOSICIONES LEGALES, DE ORDENES IMPARTIDAS POR LA
'AUTORIDAD COMPETENTE O DE INSTRUCCIONES Y ESTIPULACIONES CONTRACTUALES.

10.RECLAMACIONES POR DAROS A TERCEROS A CONSECUENCIA DE ACTOS DE LA VIDA PRIVADA O FAMILIAR DEL
ASEGURADO.

20, RECLAMACIONES A CAUSA DE DAFIOS OCASIONADOS A BIENES AJENOS, QUE HAYAN SIDO ENTREGADOS AL
'ASEGURADO EN ARRENDAMIENTO, COMODATO, DEPOSITO O CUSTODIA. N

21.DAROS A BIENES INTANGIBLES O PERIUICIOS QUE NO SEAN CONSECUENCIA DIRECTA DE DAROS MATERIALES,
Y10 PERSONALES AMPARADOS POR LA POLIZA. N

22 LESIONES PERSONALES, HURTO SIMPLE Y CALIFICADO, PERDIDA O DARIOS SOBRE LAS PERTENENCIAS DEL
'ASEGURADO, SU CONYUGUE O SUS PARIENTES HASTA EL CUARTO GRADO DE CONSANGUINIDAD, SEGUNDO
'GRADO DE AFINIDAD O PRIMERO CIVIL. LA MISMA EXCLUSION OPERA CON RESPECTO A LOS SOCIOS DEL
ASEGURADO, DIRECTORES Y REPRESENTANTES LEGALES DE LA PERSONA JURIDICA ASEGURADA, S1 SE TRATA
'DE UNA SOCIEDAD DE PERSONAS Y DE LOS TRABAJADORES A SU SERVICIO.

23, RECLAMACIONES A CAUSA DE DAROS A TERCEROS DERIVADAS DEL HURTO SIMPLE Y HURTO CALIFICADO.
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hd Civil Extracontractual No. 435.74-994000009675, expedida
la de Colombia E.C.

hrte actora ha pretendido I declaratoria de responsabilidad a
Junicipio de Popayan, mismo que ha llamado en garantia a mi
e condena se afecte la polizas en cita, debe decirse que al no
bilidad de este iltimo Ia pretension es inviable, sin perjuicio de
be se probaron en el juicio y que impiden afectar la garantia

| 2l contrato de seguro No. 435-74-994000009675, han operado
L cobertura, y es que segin sus condiciones generales, en la

htro del proceso penal con radicado No. 19-698-60-00633-2019-
begundo Penal del Circuito Con Funciones de Conocimiento de
radicado 19-698-3104002-2019-00115-00, se tuvo al sefor
el delito de feminicidi, el cual en sus elementos se caracteriza
de dolo especifico, tal como lo ha analizado la Corte Suprema
2022 (57957, deja totalmente claro que al revestirse el actuar
o. 1 poliza No. 8001481577 no presta cobertura material y por
Jo del deber indemnizatorio a mi representada.

2.2 la poliza No. 10591, siempre estuvo probado que la misma
Jos hechos acaecidos el dia 26 de marzo de 2019, toda vez que
talle de cobertura, se evidencia que su objeto se circunscribe
Jales que sufran los bienes asegurados y no la responsabilidad
br lo que no hay manera de generar obligacion indemnizatoria a
fantia.

e de las pruebas documentales mas importantes recaudadas,
esente juicio, se denota que los hechos demandados no son
flidad de la demandada por accién u omision, lo que conlleva a

PESPRISEIONENe |2 demanda y se absuelva de todo cargo a la pasivay a mi
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~PRESTADOS. 51LOS DAROS SE PRODUJEREN DESPUES DE LA ENTREGA. DEL SUMINISTRO, DE LA EJECUCION DEL cipidos L esilos
TRABAIG O DE LA PRESTACION DEL SERVICIO. (RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL PRODUCTOS U Parafo 5| etis  n
‘OPERACIONES TERMINADAS) N

MUERTE, (ESIONES PERSONALES O DAIOS MATERWALES CAUSADOS DIRECTA O INDIRECTAMENTE POR RN N T TN RS PRSI R SR SR X
‘GUERRAS, INVASION. HUELGA. MOTINES, CONMOCION CIVIL. PERTURBACION DEL ORDEN PUBLICO, COACCION. R T T T T
MANIFESTACIONES PUBLICAS, TUMULTOS, DECOMISO O DESTRUCCION DE BIENES POR PARTE DE LAS bilidad de este iltimo la pretension es inviable, sin perjuicio de

AUTORIDADES, DISTURBIOS POLITICOS Y SABOTAJES CON EXPLOSIVOS O ACTIVIDADES GUERRILLERAS, ACTOS "
MAL INTENCIONADOS DE TERCEROS (AMIT) Y TERRORISMO. pe se probaron en el juicio y que impiden afectar la garantia
10.LESIONES PERSONALES O DANOS MATERIALES CAUSADOS POR OPERACIONES EN LAS QUE SE EMPLEEN
'PROCESOS DE FUSION NUCLEAR DE MATERIALES RADIOACTIVOS.
11.LAS OBLIGACIONES A CARGO DEL ASEGURADO PROVENIENTES DE LA APLICACION DE LAS NORMAS DEL
'DERECHO LABORAL, Y AQUELLAS QUE SEAN A CONSECUENGIA DE RECLAMACIONES BASADAS EN EL ARTICULO b al contrato de seguro No. 435-74-994000009675, han operado

216 DEL CODIGO SUSTANTIVG DEL TRABAIO. s i
12 215 DEL CODIGO SUSTANTIVO DEL TRAS L cobertura, y es que segin sus condiciones generales, en la

13.DANOS CAUSADOS POR DESLEAMIENTOS DE TIERRAS, FALLAS GEOLOGICAS. ASENTAMENTOS YIO L 1o siguiente:
HUNDIMIENTOS. CAMBIOS EN LOS NIVELES DE TEMPERATURA O AGUA. INCONSISTENGIA DEL SUELO O
'SUBSUELO, LLUVIAS, INUNDACIONES, O CUALQUIER OTRA PERTURBACION ATMOSFERICA O DE LA NATURALEZA,

INCLUYENDO TERREMOTO, TEMBLOR ¥ ERUPCION VOLCANICA. S| COMO LA POLUCION Y CONTAMINACION i
PRODUCIDAS DE MANERA GRADUAL Y0 PAULATINA 0 DANOS MATERIALES CAUSADOS DIRECTA O INDIRECTAMENTE POR

14.LA RESPONSABILIDAD QUE PUEDA RECLAMARSE ENTRE ASEGURADOS DE LA MISMA POLIZA. INES, CONMOCION CIVIL, PERTURBACION DEL ORDEN PUBLICO, COACCION,

16.LESIONES PRODUCIDAS POR EL CONTAGIO DE UNA ENFERMEDAD PADECIDA POR EL ASEGURADO. AS| COMO LOS

DANOS DE CUALQUIER NATURALEZA CAUSADOS POR ENFERMEDADES DE ANIMALES PERTENECIENTES AL JULTOS, DECOMISO O DESTRUCCION DE BIENES POR PARTE DE LAS
GENETICO3 OCASIONADOS A PERSONAS DANALES. o o EXCLUIOS LS batos 05 Y SABOTAIES CON EXPLOSIVOS O ACTVIDADES GUERRILLERAS,ACTOY

16.DANOS ORIGINADOS POR CONTAMNACION U OTRAS VARIACIONES PERJUDICIALES DEL AGUA, AIRE. SUELO, AT YTERRORISH,
SUBSUELO O BIEN FOR RUIDOS GUE NO SEAN CONSECUENGIA DE UN ACONTEGIMENTO ACCIDENTAL.
REPENTINO O INPREVISTO.
17.MULTAS Y CUALGUIER CLASE DE ACCIONES O SANCIONES PENALES Y POLICIVAS.
16.DANOS AT CAUSAYDE LA INOBSERVANCIA' DE- DISPOSICIONES LEGALES. DE GRDENES IMPARTIDAS POR LA
'AUTORIDAD COMPETENTE. O DE INSTRUCCIONES ¥ ESTIPULACIONES CONTRACTUALES
10.RECLAMACIONES FOR DAROS A TERGEROS A CONSECUENCIA DE ACTOS DE LA VIDA PRIVADA O FAMILIAR DEL
ASEGURADO. . Ls del tipo penal se tienen como riesgos inasegurables conforme
20 REGLAMACIONES A CAUSA DE DAIOS OCASIONADOS A BIENES AJENOS. QUE HAYAN SIDO ENTREGADOS AL o
'ASEGURADO EN ARRENDAMIENTO, COMODATO) DEPOSITO O CUSTODIA :
21.DAROS A BIENES INTANGIBLES O PERJUICIOS GUE NO SEAN CONSEGUENCIA DIRECTA DE DAROS MATERIALES,
Y0 PERSONALES AMPARADOS FOR LA POLIZA
22 LESIONES PERSONALES, HURTO SINPLE Y CALIFICADO, PERDIDA O DAROS SOBRE LAS PERTENENCIAS DEL tro del proceso penal con radicado No. 18-638-60-00633-201
'ASEGURADO, SU CONYUGUE O SUS PARIENTES HASTA EL CUARTO GRADO DE CONSANGUINIDAD, SEGUNDO begundo Penal del Circuito Con Funciones de Conocimiento de
'GRADO DE AFINIDAD 0 PRIMERO CIVIL. LA MSNiA EXCLUSION OPERA CON RESPECTO A LOS SOCIOS DEL i
'ASEGURADO. DIRECTORES Y REPRESENTANTES LEGALES DE LA FERSONA JURIDICA ASEGURADA. 51 S& TRATA radicado 19.698-3104002-2019-00115-00, se tuvo al seflor
'DE UNA SOCIEDAD DE PERSONAS.Y DE LOS TRABAJADORES A SU SERVICIO. el delito de feminicidi, el cual en sus elementos se caracteriza
23, REGLAMACIONES A CAUSA DE DAROS A TERCEROS DERIVADAS DEL HURTO SIMPLE Y HURTO CALIFICADO. e dolo especifico, tal como lo ha analizado la Corte Suprema
24 DERRUNGE Y OPERACIONES BAI0 TIERRA.
25.DANOS CAUSADOS CON OGASION DE LABORES DE DEMOLICION DE EDIFICIOS O INSTALACIONES O DESMONTE [-2022 (579577, deja totalmente claro que al revestirse el actuar
'DE MAGUINARIA, A NO SER QUE TALES ACTIVIDADES GONSTITUYAN EL OBJETO DEL CONTRATO AMPARADO, o. 12 poliza No. 8001481577 no presta cobertura materialy por
26 PERIUICIOS DERIVADOS DE OPERACIONES GUE HAYAN SIDO DEFINITVAMENTE TERMINADAS O ABANDONADAS.
oo e b, Jo del deber indemnizatorio a mi representada.
27.PERIVICIOS DERIVADOS DE OPERACION DE DESAGUE, DISPERSION. O ESCAPE DE HUMO, VAPORES, HOLLIN,
'ACIDGS. ALCALIS, Y EN GENERAL PRODUCTOS QUIMICOS TOXICOS LIQUIDOS © GASEOSOS, DESPERDICIOS Y. s
DEMAS MATERIAS CONTAMINANTES, ASI COMO RUIDO DENTRO O SOBRE LA TIERRA, ATMOSFERA, RIOS, LAGOS ja a la pdliza No. 10591, siempre estuvo probado que la misma
0 SMILARES. Jos hechos acaecidos el dia 26 de marzo de 2019, toda vez que
28, DAROS A CONSECUENCIA DEL USO, TRANSPORTE O ALMACENAMIENTO DE EXPLOSIVOS, CUANDO SEA ACTIVIDAD.
DaNoS A CONSEQUENCIA DE: htalle de cobertura, se evidencia que su objeto se circunscribe
20 RESPONSABILIDAD DE ESTIBADORES Y OPERACIONES EN DIUES, MUELLES, DESEMBARCADEROS.
'RESPONSABILIDAD DE ASTILLERDS
20.DAROS CAUSADOS A BIENES G MERCANCIAS DURANTE SU TRANSPORTE. biex phor20221053 1 eminicidio-elementos-ingrediente-subletivo-golo-
21.LINEAS AEREAS. AVIONES, LA RESPONSABILIDAD CIVIL DE LOS AEROPUERTOS, INCLUSIVE LAS EMPRESAS DE -s6-suprima-por-la-condicion-de-sermuier-o-por-mofivo-de-su-
‘GATERING. LA RESPONSABILIDAD DE LA TORRE DE CONTROL. Y EL ABASTECIMIENTO Y SUMINISTRO DE
‘COMBUSTIELES PARA AVIONES,
22, TRABAJOS SUBACUATICOS, MINERIA SUBTERRANEA.
22.DAROS DERIVADOS DE LA EXTRACCION, FABRICAGION, MANIPULACION Y USO DE ASBESTO, O SUSTANCIAS QUE oo
s it _ynsospos & as0eu008
m
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NvelINON 4N AqITSETubicaT AN elaciornTaTectval propial el CUanoN gradonde
consanguinidad o civil;/A este nivel commesponde una indemnizacion equivalente al
125% del tope indemnizatorio]

INivelTNoTT5 I Comprende IS TTelaciones T alectivas TN familares K {Ierceros
damnificados) A este nivel Comesponide Unaindemnizacion equivalente al 15% el
fopemdemnizatorio]

[asiguiente tablarecoge 10 expuesIo]

'REPARACION DEL DANO MORAL EN CASO DE MUERTE
REGLAGENERAL
NVELT | NVELZ | NIVELS NIVEL4 NIVELS
[Relaciones| _Relacion | Relacien Reacion | Relaciones
afectivas | afectiva del 2° | afectivadel 3" | afectiva del4” | afectivas no
lconyugales|  ce de de familares -
y petemo_[consanguinidad| consanguinidad | consanguinidad | terceros.
figles o ch (abuslos,|  och ochi | damnificads
hermanos y
ietos)
Porcentaie | 100% 50% 3% 25% 5%
Equivalencia
lensaarios | 100 50 3 2 15
minimes

Para los niveles 1y 2 se requerir Ia prueba del estado civil o de Ia convivencia de
los compafieros. Para los niveles 3y 4, ademds, se requerird fa prueba de fa refacion
afectiva. Para el nivel 5 debera ser probada la relacion afectiva.”

Como se observa, jurisprudencialmente, se encuentran limitados los topes indemnizatorios
en 100 SMMLV, por o que la solicitud realizada por los demandantes desconoce dicha
jurisprudencia unificada y, por ende, resulta a todas luces improcedente.

[
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o, en general, de los miembros de un mismo nicleo familiar (fer. Grado de consanguinidad,
Gonyuges o compaiieros pemanentes o estables) A este nivel comesponde el tope
indemnizatorio (100 smimy).

Nivel No. 2. Donde se ubica la relacién afectiva propia del segundo grado de consanguinidad o
Givil (abuelos, hemanos y nietos). A este nivel comesponde una  indemnizacion equivalente al
50% del tope indemnizatorio.

Nivel No. 3. Esté comprendido por la relacidn afectiva propia del tercer grado de consanguinided o
civil. A este nivel coresponde una indemnizacion equivalente al 35% del tope indemnizatorio.

Nivel No. 4. Aqui se ubica la relacicn afectiva propia del cuarto grado de consanguinidad o civil. A
este nivel corresponde una indemnizacién equivalente al 25% del tope indemnizatorio.

Nivel No. 5 Comprende las relaciones afectivas no familiares (terceros damnificados). A este nivel
Goresponde una indemnizacién equivalente al 15% del tope indemnizatorio.

La siguiente tabla recoge o expuesto

!

- ENRIQUECIMIENTO SIN JUSTA CAUSA:

Es imposible imponer una condena y ordenar el resarcimiento de un detiimento por perjuicios no
demostrados o presuntos, o si se carece de la comprobacion de su magnitudy realizacién, ya que
0 es admisible |a presuncién en esa materia, de manera que una indemnizacion sin fundamentos
facticos nijuridicos necesariamente se traducird en un lucro indebido, como sucederia en un caso
como el presente

Portodo lo anterior, solicito respetuosamente declarar probada esta excepcin
- GENERICA O INNOMINADA:

Solicito al honorable Juez decretar cualquier otra excepcion de fondo que resulte probada en
curso del proceso y que pueda comoborar que no existe obligacion alguna a cargo de la
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Juridica, de fisonomia y relevancia patrimonial (riesgo asegurado, riesgo contractual,

equivale a la expresion &lea), Es pues el evento previsto -confiqurado o
esculpido- por las partes contratantes.” (énfasis afiadido).

Teniendo en cuenta la definicién doctrinal del riesgo como elemento esencial del contrato
de seguro, se tiene que la podliza No. 435-74-994000009675 contempl6 unicamente los
siguientes amparos:

DESCRIPCION AMPAROS SUMA ASEGURADA 3 INVAR SUBLIMITE

CONTRATO $ 175,560, 600.00
PREDIOS, LABORES Y OPERACIONES 175,560,600.00

Dichos amparos deben ser interpretados de conformidad con las exclusiones que se
expusieron anteriormente:

9. MUERTE, LESIONES PERSONALES O DANOS MATERIALES CAUSADOS DIRECTA O INDIRECTAMENTE POR
GUERRAS, INVASION, HUELGA, MOTINES, CONMOCION CIVIL, PERTURBACION DEL ORDEN PUBLICO, COACCION,
MANIFESTACIONES PUBLICAS, TUMULTOS, DECOMISO O DESTRUCCION DE BIENES POR PARTE DE LAS
AUTORIDADES, DISTURBIOS POLITICOS Y SABOTAJES CON EXPLOSIVOS O ACTIVIDADES GUERRILLERAS, ACTOS
MAL INTENCIONADOS DE TERCEROS (AMIT) Y TERRORISMO.
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DATOS DEL RIESGO TANPAR
‘ASEGURADO: MUNICIPIO DE POPAYAN NIT : 891580006

e 1 DEPARTAMENTO: CAUCA CIUDAD: POPAYAN
DIRECCION: CALLE 0 No. 0-0

ACTIVIDAD: CONTRATO DB PRESTACION DB SERVICIOS
TIPO EDIFICION NO APLICA PARA ESTE RAMO TIFO DE RIESGO: ESTATAL MANZANA: ~1-10

DESCRIPCION  AMEAROS SUMA RSEGURADA % INVAR suBLINITE

conteato 5 175,560, 600.00
PREDIOS, LABORES Y OPERACIONES 173,360, 600100

DEDUCIBIES: 10.00 % DEL VALOR DE IA PERDIDA - Minimo: 1.00 SIMLV on PREDIOS, LASORES Y OPERACIONSS

sEnEFICIARIOS
RIT 001~ TERCEROS AFECTADOS

Modiante la prosenta péliza se amparanfllcs periuicics parrizonizicilque cause diractamente al asegurado con
mtiva. de Br. derarninads  responsaniy] WA 1z Thch e e acuerdo con Te Sey
Colowblana on vittud de i elechcion del ¢ CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS Mo 2021800000157 DE FECHA 25
B2 ENERS 0s 2030 CELEBRADD ENTAE LAS PARTES, RELACTONADO CON OBJETOL GARANTIZAR LA ADMNISTRACION DEL SERVICIO
BUBLICO EDUCATIVO PARA ATENDER 505, CUPGS DISTRISUIDOS EN 105 RESGUARDOS DF FOSLAZON Y GUINTANA DE ACVERGO A L0
ESTABLECTDO EN EL DECRETO 2500 DF 2010

En ese sentido, y sin que lo anterior constituya aceptacién de responsabilidad de ningin
tipo, en el hipotético y poco probable caso de que se encuentre responsable a la entidad
territorial demandada, la compafiia aseguradora no debe asumir las eventuales condenas
que se produzcan frente a los perjuicios inmateriales reclamados como lo son los morales
y el dafio a la salud.
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La doctrina ha definido el deducible como “la primera parte de la pérdida que el
asegurado asume sobre el monto indemnizable de un siniestro. Puede consistir en
una suma fija o en un porcentaje del quantum de la indemnizacién o en una
combinacion de ambos”.#® En este sentido opera como un mecanismo para compartir
los riesgos entre la aseguradora y el asegurado, quien deberé soportar una porcion
de la pérdida. En consecuencia, en cada caso habré que analizar el pacto de las
partes para determinar el valor efectivo que la aseguradora debe pagar, luego de
aplicar el deducible correspondiente”.*

Para el caso en concreto, se tiene que la péliza No. 435-74-994000009675 contemple los
siguientes deducibles:

DEDUCIBLES: 10.00 % DEL VALOR DE LA PERDIDA - Minimo: 1.00 SMMLV en PREDIOS, LABORES Y OPERACIONES

Por ello, y en el hipotético y poco probable evento de que se emita sentencia condenatoria,
se le solicita respetuosamente al despacho aplicar el deducible pactado, declarando que el
asegurado tiene que| soportar las consecuencias economicas del siniestro en los

porcentajes previamente mencionados.
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